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Os presentamos la nueva revista jurídica de Colex de los meses de septiembre y octubre de 2023, deseando que hayáis disfru-
tado del verano.

En portada destacamos «la vuelta al cole», pero en su vertiente fiscal. Bajo el título de la «Fiscalidad de la vuelta al cole», el 
departamento tributario de Iberley-Colex nos presenta un artículo con el fin de ayudar a las familias con los gastos asociados a 
la compra de libros, material escolar, etc., con detalle de las CCAA que ofrecen deducciones fiscales en la cuota del IRPF de 2023.

Una novedad legislativa es analizada desde el departamento civil. Como es sabido el RD-ley 5/2023, de 28 de junio, realizó una 
reforma del recurso de casación en todos los ámbitos, por ello, a través de un clarificador artículo podremos conocer las novedades 
de la nueva regulación de este recurso en todos los órdenes jurisdiccionales, la cual entró en vigor el pasado 29 de julio.

El departamento laboral nos informa de los nuevos permisos familiares y de conciliación que el RD-ley 5/2023, de 28 de junio, 
introdujo en el Estatuto de los Trabajadores con vigencia desde el 30 de junio de este año.

Contamos con el honor de que M.ª Elena Sáenz de Jubera Higuero, abogada y vocal fedataria de Plataforma Cívica por la Inde-
pendencia Judicial, nos ofrezca un interesante artículo sobre la problemática —y esperada— renovación del Consejo General de 
Poder Judicial, cuyo mandato está caducado desde diciembre de 2018.

Por último, un colaborador habitual en nuestra revista, Gonzalo de Diego Camarena, Graduado en Derecho (Universidad de 
Sevilla), analiza la STJUE de 6 de julio de 2023, sobre la aplicabilidad del Convenio de Montreal acerca del accidente a bordo de una 
aeronave y unos primeros auxilios inadecuados.

Como es habitual podréis consultar tanto la jurisprudencia más destacada como la legislación más actual, así como los últimos 
lanzamientos de Colex.

Sin más, deseamos que disfrutéis con la lectura de la nueva revista jurídica de Colex de los meses de septiembre y octubre de 
2023.

Dirección

MENSAJE
EDITORIAL

MENSAJE EDITORIAL



en portada

02

La fiscalidad de la vuelta al cole

Análisis de las novedades en la regulación del recurso de casación

legislación
Novedades estatales y europeas
Novedades autonómicas
Convenios
Subvenciones

 Los nuevos permisos familiares y para conciliar

El CGPJ y el TC rehenes de los poderes ejecutivo y legislativo y de los 
partidos políticos

jurisprudencia
Actualidad Tribunal Supremo
Tribunal Constitucional
Tribunal de Justicia de la Unión Europea
Otras Resoluciones de interés

38 Accidente a bordo de una aeronave y primeros auxilios inadecuados: 
aplicabilidad del Convenio de Montreal (STJUE de 6 de julio de 2023)

 biblioteca jurídica
Colex Reader
Últimos lanzamientos

te puede interesar...
También te puede interesar...

04

10

16
18
20
21

22

28

32
35
35
35

42
43

44

CONTENIDOS 
SEPTIEMBRE-OCTUBRE 2023

CONTENIDOS SEPTIEMBRE-OCTUBRE 2023



28

COLEX

La suscripción a esta publicación autoriza el uso exclusivo y personal de la misma por parte del suscriptor. Cualquier otra reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta publicación sólo 
puede ser realizada con la autorización de sus titulares. En particular, la Editorial, a los efectos previstos en el art. 32.1 párrafo 2 del vigente TRLPI, se opone expresamente a que cualquier fragmento de esta obra 
sea utilizado para la realización de resúmenes de prensa, salvo que cuente con la autorización específica.
Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos) si necesita fotocopiar, escanear, distribuir o poner a disposición de otros usuarios algún fragmento de esta obra, o si quiere utilizarla para elaborar 
resúmenes de prensa www.conlicencia.com; 91 702 19 70 / 93 272 04 47).

Editorial COLEX, S.L. no se hace responsable de los comentarios u opiniones de terceros aquí publicados. El 
uso del contenido de esta revista no sustituye en ningún caso la consulta a un profesional especialista en la 
materia o a la normativa vigente.

Colaboradores
M.ª Elena Sáenz de Jubera Higuero
Gonzalo de Diego Camarena
Manuela Fernández Molinos
Mar Vilas Eiras
Elena Tenreiro Busto
Jose Juan Candamio Boutureira
Carmen Tamara Pérez Castro
Ivana Denise Carreras Pardo
Naila Bran Teixido
José David Rodríguez García
Andrea González Otero
Silvia Juliana García Pinzón
Ana Mª Recarey Cristóbal
Iria Martínez Mirás
Sonia Fernández Ascariz

Marta Rodríguez Ramos
Fátima Blanco Permuy

Diseño y maquetación
Luis Crespo Sevilla

Depósito Legal
C 10-2018

ISSN
2603-6355

info@colex.es910 60 01 64

Calle Costa Rica, número 5, 3.º B (local comercial), 15004, A Coruña (Galicia)

consejo editorial
Incluye

NOVEDADES
LEGISLACIÓN Y 

 JURISPRUDENCIAcolex
Revista Jurídica

N.º032 ▪ SEPTIEMBRE-OCTUBRE 2023

&
ANÁLISIS 

DE LAS 

NOVEDADES 
EN LA REGULACIÓN DEL 

RECURSO DE 
CASACIÓN

PÁG. 10

LA 
FISCALIDAD  

DE LA 

VUELTA 
AL COLE

PÁG. 04

© Editorial Colex S.L. 

ACCIDENTE A BORDO DE UNA AERONAVE 

Y PRIMEROS AUXILIOS INADECUADOS: 

APLICABILIDAD DEL CONVENIO DE MONTREAL 

(STJUE DE 6 DE JULIO DE 2023)

EL CGPJ Y EL TC REHENES DE 
LOS PODERES EJECUTIVO 
Y LEGISLATIVO Y DE LOS 
PARTIDOS POLÍTICOS

03
CONTENIDOS SEPTIEMBRE-OCTUBRE 2023

22

38

LOS NUEVOS 
PERMISOS FAMILIARES 
Y PARA CONCILIAR



LA FISCALIDAD DE LA 
VUELTA AL COLE

04
LA FISCALIDAD DE LA VUELTA AL COLE



Con la llegada de septiembre, la vuelta a la rutina y el retorno 
a las aulas. Con ello comienza para numerosas familias la ope-
ración «vuelta al cole» que implica compra de libros, material 
escolar, mandilones, calzado, ropa (lleven uniforme o no, porque 
todos sabemos que los niños pegan estirones en verano y no 
les suele servir calzado ni ropa del año anterior), anotarlos a las 
actividades extraescolares de los más variado, …

Esto supone un enorme desembolso para las familias. Si 
bien a nivel estatal no se prevé ningún tipo de incentivo fiscal, 
las diferentes comunidades autónomas son conscientes de 
lo elevado de estos importes y han legislado diferentes medi-
das fiscales para intentar paliar el impacto económico en las 
familias. Si bien es cierto, que en la mayoría de los casos lo han 
hecho a través de deducciones en cuota de IRPF, por lo que las 
familias no verán ese resultado hasta que realicen su declara-
ción de la renta de 2023, allá por los meses de abril a junio de 
2024. Precisamente en dichas deducciones en cuota centrare-
mos este artículo.

A continuación, exponemos un resumen de las deducciones 
en la cuota autonómica del IRPF aplicables en 2023 que pueden 
resultar interesantes para los padres y madres que estos días 
andan revolucionados con el regreso a las aulas:

Andalucía
Esta comunidad regula entre sus deducciones propias de 

IRPF la deducción por gastos educativos. Los contribuyen-
tes tendrán derecho a aplicar en la cuota íntegra autonómica 
del IRPF una deducción del 15 % de las cantidades satisfechas 
en el período impositivo por los gastos de enseñanza escolar 
o extraescolar de idiomas, de informática o de ambas, con un 
máximo de 150 euros anuales por cada descendiente.

A efectos de esta deducción se consideran gastos de ense-
ñanza escolar de idiomas, de informática, o de ambas, las 
cantidades satisfechas a los centros docentes en concepto 
de gastos de escolaridad, en la proporción correspondiente a 
dichas materias o asignaturas, así como a aquellas que sean 
impartidas en un idioma extranjero. Y se consideran gastos de 
enseñanza extraescolar de idiomas o de informática los que se 
abonen por los servicios de enseñanza de dichas materias a 
de centros no comprendidos no escolares, ya sean privados o 
públicos, oficiales o no, tales como las academias o escuelas 
oficiales de idiomas, así como autónomos por las clases par-
ticulares de dichas materias (han de estar dados de alta en el 
correspondiente epígrafe de IAE).

Aragón
Contempla una deducción por adquisición de libros de texto 

y material escolar. Los contribuyentes podrán deducirse, en la 
cuota autonómica del IRPF, las cantidades destinadas a la adqui-
sición de libros de texto para sus descendientes, que hayan sido 
editados para Educación Primaria y Educación Secundaria Obli-
gatoria, así como las cantidades destinadas a la adquisición de 
material escolar para dichos niveles educativos. La deducción 
tendrá los siguientes límites en su importe:

 – Base imponible general + base imponible del ahorro 
hasta 12.000 euros: 100 euros por descendiente en caso 
de declaración conjunta / 50 euros por descendiente en 
declaración individual.

 – Base imponible general + base imponible entre 12.000,01 
euros y 20.000 euros: 50 euros por descendiente en caso 
de declaración conjunta / 37,50 euros por descendiente 
en declaración individual.

 – Base imponible general + base imponible entre 20.000,01 
euros y 25.000 euros: 37,50 euros por descendiente en 
caso de declaración conjunta / 25 euros por descendiente 
en declaración individual.

 – En el supuesto de contribuyentes que tengan la condi-
ción legal de familia numerosa, por cada descendiente: 
una cuantía fija de 150 euros por descendiente en caso de 
declaración conjunta / 75 euros por descendiente en decla-
ración individual.

Para la aplicación de la deducción se exigirá que la cantidad 
resultante de la suma de la base imponible general y de la base 
imponible del ahorro, no supere la cuantía de:

 – 25.000 euros en tributación conjunta / 40.000 euros si 
se trata de familias numerosas

 – 12.500 euros en tributación individual / 30.000 si se trata 
de familias numerosas.

Igualmente, Aragón tiene prevista una deducción por gastos 
de guardería. Así, los contribuyentes podrán deducir, en la cuota 
autonómica del IRPF, el 15 % de las cantidades satisfechas en el 
periodo impositivo por los gastos de custodia de hijos menores 
de 3 años en guarderías o centros de educación infantil, con un 
máximo de 250 euros por cada hijo inscrito en dichas guarde-
rías o centros. No obstante, el límite de esta deducción, en el 
período impositivo en el que el niño cumpla los 3 años de edad, 
será de 125 euros.

Es requisito para la aplicación de esta deducción que la suma 
de la base liquidable general y de la base liquidable del ahorro 
sea inferior a 35.000 euros en declaraciones individuales, e 
inferior a 50.000 euros en declaraciones conjuntas, siempre 
que la base imponible del ahorro sea cual sea la modalidad de 
declaración, no supere 4.000 euros. Si los hijos conviven con 
más de un contribuyente, el importe de la deducción se prorra-
teará por partes iguales.

Asturias
Regula una deducción por adquisición de libros de texto y 

material escolar. Los contribuyentes podrán deducirse, en la 
cuota autonómica del IRPF, los importes destinados a la adqui-
sición de libros de texto para sus descendientes, que hayan 
sido editados para Educación Primaria y Educación Secundaria 
Obligatoria, así como las cantidades destinadas a la adquisi-
ción de material escolar para dichos niveles educativos con los 
siguientes límites:

 – En las declaraciones conjuntas, los contribuyentes para los 
que la cantidad resultante de la suma de la base imponi-
ble general y de la base imponible del ahorro se encuentre 
comprendida en los tramos que se indican a continuación 
podrán deducirse hasta las siguientes cuantías:
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

hasta 12.000 euros: 100 euros por descendiente.
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

entre 12.000,01 euros y 20.000 euros: 75 euros por 
descendiente.

• Base imponible general + Base imponible del ahorro 
entre 20.000,01 euros y 25.000 euros: 50 euros por 
descendiente.

Marta Rodríguez Ramos
Abogada. Especialista en Derecho 
financiero y tributario
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 – En las declaraciones individuales, los contribuyentes para 
los que la cantidad resultante de la suma de la base impo-
nible general y de la base imponible del ahorro se encuen-
tre comprendida en los tramos que se indican a continua-
ción podrán deducirse hasta las siguientes cuantías: 
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

hasta 6.500 euros: 50 euros por descendiente.
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

entre 6.500,01 euros y 10.000 euros: 37,50 euros por 
descendiente.

• Base imponible general + Base imponible del ahorro 
entre 10.000.01 euros y 12.500 euros: 25 euros por 
descendiente.

 – Las familias numerosas, cuyas rentas no exceda de 
26.000 euros en tributación individual y 37.000 euros 
en tributación conjunta, podrán deducirse 75 euros en el 
supuesto de declaración individual y 150 euros en caso de 
declaración conjunta.

Además, Aragón también establece una deducción por 
gastos de descendientes en centros de cero a tres años. Los 
contribuyentes podrán deducir, en la cuota autonómica del 
IRPF, el 15 % de las cantidades satisfechas en el período impo-
sitivo en concepto de gastos de descendientes en centros de 
cero a tres años con el límite de 500 euros anuales por cada 
descendiente que no supere la citada edad. Dicho porcentaje 
de deducción será del 30 % con un límite de 1.000 euros anua-
les para contribuyentes con residencia habitual en concejos en 
riesgo de despoblación; entendiéndose por tales a estos efec-
tos, aquellos con una población de hasta 20.000 habitantes, 
siempre que la población se haya reducido al menos un 10 % 
desde el año 2000.

Solo tendrá derecho a esta deducción el contribuyente cuya 
base imponible no resulte superior a:

 – En tributación individual: 26.000 euros / 35.000 euros en 
el caso de contribuyentes con residencia en concejos en 
riesgo de despoblación.

 – En tributación conjunta: 37.000 euros/ 45.000 euros en 
el caso de contribuyentes con residencia en concejos en 
riesgo de despoblación.

Islas Baleares
En esta comunidad existe una deducción en la cuota íntegra 

autonómica del IRPF por gastos de adquisición de libros de texto.
Por el concepto de gastos en libros de texto editados para el 

desarrollo y la aplicación de los currículums correspondientes al 
segundo ciclo de educación infantil, a la educación primaria, a 
la educación secundaria obligatoria, al bachillerato y a los ciclos 
formativos de formación profesional específica, es deducible el 
100 % del importe destinado a esos gastos con el límite de 220 
euros por cada hijo que curse estos estudios. La aplicación de 
esta deducción exige que la base imponible total no supere el 
importe de 52.800 euros en el caso de tributación conjunta y de 
33.000 euros en el caso de tributación individual.

Además, se reconoce una deducción por gastos de aprendi-
zaje extraescolar de idiomas extranjeros. En este sentido, por el 
concepto de gastos en el aprendizaje extraescolar de idiomas 
extranjeros por los hijos que cursen estudios para el desarrollo 
y la aplicación de los currículums correspondientes al segundo 
ciclo de educación infantil, a la educación primaria, a la edu-
cación secundaria obligatoria, al bachillerato y a los ciclos for-
mativos de formación profesional específica, se deducirá el 15 
% de los importes destinados a dicho aprendizaje, con el límite 
de 110 euros por hijo. Si los hijos conviven con ambos padres y 
estos optan por la tributación individual, la deducción se pro-
rrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de 
ellos. En todo caso, la aplicación de esta deducción exigirá que 

la base imponible total no supere el importe de 52.800 euros 
en el caso de tributación conjunta y de 33.000 euros en el de 
tributación individual.

También tiene establecida una deducción para cursar estu-
dios de educación superior fuera de la isla de residencia habitual 
por importe de 1.760 euros por cada descendiente que dependa 
económicamente del contribuyente y curse, fuera de la isla del 
archipiélago balear en la que se encuentre la residencia habi-
tual del contribuyente, estudios universitarios, enseñanzas 
artísticas superiores, formación profesional de grado superior, 
enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño de grado 
superior, enseñanzas deportivas de grado superior o cualquier 
otro estudio que, de acuerdo con la legislación orgánica estatal 
en materia de educación, se considere educación superior. Se 
podrá aplicar esta deducción con el límite del 50 % de la cuota 
íntegra autonómica. Para aplicar esta deducción deben cum-
plirse los siguientes requisitos:

 – Que los estudios completen un curso académico o un 
mínimo de 30 créditos.

 – Que la base imponible total del contribuyente no sea 
superior a 33.000 euros en caso de tributación individual 
o a 52.800 en caso de tributación conjunta.

 – Que el descendiente que genera el derecho a la deduc-
ción no obtenga durante el ejercicio rentas superiores a 
8.000 euros.

 – Que no haya oferta educativa pública, diferente de la vir-
tual o a distancia, en la isla de Mallorca para realizar los 
estudios correspondientes, o que, existiendo esta oferta 
se haya solicitado el ingreso y se haya inadmitido por 
razón de los criterios de admisión aplicables.

Islas Canarias
Prevé una deducción por gastos de estudios en educación 

infantil, primaria, enseñanza secundaria obligatoria, bachille-
rato y formación profesional de grado medio. Los contribuyen-
tes podrán deducirse las cantidades satisfechas en el período 
impositivo por la adquisición de material escolar, libros de texto, 
transporte y uniforme escolar, comedores escolares y refuerzo 
educativo, hasta un máximo de 120 euros, por el primer descen-
diente o adoptado y 60 euros adicionales por cada uno de los 
restantes, que den lugar a la aplicación del mínimo por descen-
diente y que se encuentre escolarizado en educación infan-
til, primaria, enseñanza secundaria obligatoria, bachillerato y 
formación profesional de grado medio. Esta deducción no se 
aplicará cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
período impositivo en que se origina el derecho a la deducción, 
por importe superior a 42.900 euros; en el supuesto de tributa-
ción conjunta, cuando la unidad familiar haya obtenido rentas 
por importe superior a 57.200 euros.

Además, para contribuyentes con residencia habitual 
en Canarias se reconoce una deducción de 1.800 euros por 
cada descendiente o adoptado soltero menor de 25 años, que 
dependa económicamente de él y que curse los estudios de 
educación superior previstos en el artículo 3.5 de la Ley Orgá-
nica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, fuera de la isla en 
la que se encuentre la residencia habitual del contribuyente. La 
deducción tendrá como límite el 40 % de la cuota íntegra auto-
nómica. Sin embargo, la cuantía de la deducción será de 1.920 
euros para los contribuyentes cuya base liquidable sea inferior 
a 36.300 euros. No se aplicará:

 – Cuando los estudios no abarquen un curso académico 
completo o un mínimo de 30 créditos.

 – Cuando en la isla de residencia del contribuyente exista 
oferta educativa pública, diferente de la virtual o a distan-
cia, para la realización de los estudios que determinen el 
traslado a otro lugar para ser cursados.
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 – Cuando el contribuyente haya obtenido rentas en el 
período impositivo en que se origina el derecho a la deduc-
ción, por importe superior a 42.900 euros; en el supuesto 
de tributación conjunta, cuando la unidad familiar haya 
obtenido rentas por importe superior a 57.200 euros.

 – Cuando el descendiente que origina el derecho a la 
deducción haya obtenido rentas en el período imposi-
tivo por importe superior a 8.000 euros o, cualquiera 
que sea su importe, rentas procedentes exclusivamente 
de ascendientes por consanguinidad o de entidades en 
las que los ascendientes tengan una participación de un 
mínimo del 5 % del capital, computado individualmente, 
o un mínimo del 20 % computado conjuntamente los 
ascendientes.

Canarias también regula una deducción en la cuota íntegra 
autonómica por gastos de guardería por los niños menores de 3 
años, del 18 % de las cantidades satisfechas en el período impo-
sitivo por los gastos de guardería, con un máximo de 480 euros 
anuales por cada niño. Para aplicar esta deducción las rentas o 
pueden ser superiores a 42.900 euros en declaración individual 
y 57.200 en tributación conjunta. La deducción y el límite a la 
misma en el período impositivo en el que el niño cumpla los 3 
años se calcularán de forma proporcional al número de meses 
en que se cumplan los requisitos.

Cantabria
Reconoce una deducción en la cuota íntegra autonómica 

del IRPF por gastos de guardería que permite deducir el 15 % 
de dichos gastos de los hijos o adoptados con un límite de 450 
euros por hijo menor de 3 años. Se establece como requisito 
que la base imponible del periodo, antes de las reducciones 
por mínimo personal y familiar sea inferior a 22.946 euros en 
tributación individual y 31.485 euros en tributación conjunta. 
Además, en ningún caso, darán derecho a practicar esta deduc-
ción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero 
en efectivo.

Castilla-La Mancha
Regula una deducción en la cuota íntegra autonómica del 

IRPF por gastos en la adquisición de libros de texto, por la ense-
ñanza de idiomas y otros gastos relacionados con la educación. 

Así, los contribuyentes podrán deducir las cantidades satisfe-
chas, por los gastos destinados a la adquisición de libros de texto 
editados para las enseñanzas que ofrece el sistema educativo. 

Además, los contribuyentes podrán, asimismo, deducir el 15 
% de las cantidades satisfechas por cada una de las actividades 
que se relacionan a continuación, desarrolladas por sus hijos o 
descendientes durante las etapas correspondientes a las ense-
ñanzas que ofrece el sistema educativo:

 – Por la enseñanza de idiomas recibida como actividad 
extraescolar.

 – Por aquellas actividades relacionadas con el aprendizaje 
fuera de los centros educativos como refuerzo o apoyo de 
las enseñanzas en las que estén matriculados.

 – Por los gastos de acceso a las nuevas tecnologías nece-
sarios para las enseñanzas en las que estén matriculados 
los hijos o descendientes. A tal efecto, se considerarán 
únicamente las cuantías satisfechas como cuota de alta 
a internet y la cuota de línea del primer mes, siempre que 
no se trate de un cambio de compañía y la línea no esté 
vinculada a una actividad económica.

 – Por los gastos de estudio y residencia de hijos o descen-
dientes fuera del municipio de residencia de la unidad 
familiar, siempre que el municipio donde se cursen los 

estudios se encuentre en Castilla-La Mancha y que en el 
lugar de residencia de la unidad familiar no exista dicha 
oferta educativa. Igualmente será aplicable esta deduc-
ción cuando el municipio donde se realicen los estudios 
se encuentre fuera de Castilla-La Mancha y no exista en la 
región oferta educativa para los estudios cursados.

Como límite a esta deducción, se establece que la cuantía 
total por estas deducciones no podrá exceder de las siguientes 
cuantías:

 – En las declaraciones conjuntas, los contribuyentes para los 
que la cantidad resultante de la suma de la base imponi-
ble general y de la base imponible del ahorro se encuentre 
comprendida en los tramos que se indican a continuación 
podrán deducirse hasta las siguientes cuantías:
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

hasta 12.000 euros: 200 euros por descendiente.
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

entre 12.000,01 euros y 20.000 euros: 100 euros por 
descendiente.

• Base imponible general + Base imponible del ahorro 
entre 20.000,01 euros y 25.000 euros: 75 euros por 
descendiente.

 – En las declaraciones individuales, los contribuyentes para 
los que la cantidad resultante de la suma de la base impo-
nible general y de la base imponible del ahorro se encuen-
tre comprendida en los tramos que se indican a continua-
ción podrán deducirse hasta las siguientes cuantías:
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

hasta 6.500 euros: 100 euros por descendiente.
• Base imponible general + Base imponible del ahorro 

entre 6.500,01 euros y 10.000 euros: 75 euros por 
descendiente

• Base imponible general + Base imponible del ahorro 
entre 10.000.01 euros y 12.500 euros: 50 euros por 
descendiente.

 – Las familias numerosas, cuyas rentas no exceda de 
30.000 euros en tributación individual y 40.000 euros 
en tributación conjunta, podrán deducirse 150 euros en el 
supuesto de declaración individual y 300 euros en caso de 
declaración conjunta.

Por último, Castilla-La Mancha reconoce una deducción en 
la cuota íntegra autonómica del IRPF por gastos de guardería. 
Los contribuyentes podrán deducirse el 30 % de las cantida-
des satisfechas por los gastos de custodia de hijas o hijos 
menores de 3 años en guarderías o centros de educación 
infantil máximo de 500 euros por cada hijo inscrito en dichas 
guarderías. No obstante, el límite de la misma, en el período 
impositivo en el que la hija o el hijo cumpla los 3 años de edad, 
será de 250 euros.

Castilla León
Tiene una deducción por cuidado de hijos menores. Los con-

tribuyentes que por motivos de trabajo tengan que dejar a sus 
hijos menores en guarderías o centros escolares, podrán aplicar 
una deducción del 100 % de los gastos satisfechos de preinscrip-
ción y de matrícula, así como los gastos de asistencia en horario 
general y ampliado y los gastos de alimentación, siempre que 
se hayan producido por meses completos, en escuelas, centros 
y guarderías infantiles de la Comunidad de Castilla y León, ins-
critas en el registro de centros para la conciliación de la vida 
familiar y laboral, con el límite máximo de 1.320 euros.

Como límite la base imponible total, menos el mínimo perso-
nal y familiar, no puede superar la cuantía de 18.900 euros en 
tributación individual o 31.500 euros en el caso de tributación 
conjunta.
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Comunidad Valenciana
Los contribuyentes podrán aplicar una deducción en la 

cuota íntegra autonómica del IRPF por las cantidades destina-
das, durante el período impositivo, a la custodia no ocasional 
en guarderías y centros de primer ciclo de educación infantil, de 
hijos o acogidos en la modalidad de acogimiento permanente 
menores de 3 años, del 15 % de las cantidades satisfechas, con 
un límite de 297 euros por cada hijo menor de 3 años inscrito 
en dichas guarderías o centros de educación infantil. No obs-
tante, serán requisitos para la práctica de esta deducción los 
siguientes:

 – Que los padres o acogedores que convivan con el menor 
desarrollen actividades por cuenta propia o ajena por las 
que perciban rendimientos del trabajo o de actividades 
económicas.

 – Que la suma de la base liquidable general y de la base 
liquidable del ahorro no sea superior a 27.000 euros, 
en tributación individual, o 44.000 euros, en tributación 
conjunta. No obstante, cuando la suma de las bases esté 
entre 27.000 y 30.000 euros en tributación individual y 
entre 44.000 y 47.000 en tributación conjunta, los impor-
tes y límites de deducción será el resultado de multiplicar 
el importe o límite de deducción por un porcentaje obte-
nido de la aplicación de la siguiente fórmula: 100 × (1 - el 
coeficiente resultante de dividir por 3.000 la diferencia 
entre la suma de la base liquidable general y del ahorro 
del contribuyente y 27.000/44.000).

 – Cuando el contribuyente pertenezca a una familia nume-
rosa o monoparental de categoría especial, la suma de la 
base liquidable general y de la base liquidable del ahorro 
no podrá ser superior a 35.000 euros, en tributación indi-
vidual, o a 58.000 euros, en tributación conjunta

Extremadura
En esta comunidad  se podrá aplicar, por cada hijo o descen-

diente, una deducción por la compra de material escolar de 15 
euros, por cada hijo o descendiente que dé derecho al mínimo 
pro descendientes,  siempre que las sumas de las bases impo-
nibles general y del ahorro no sea superior a 19.000 euros en 
caso de tributación individual o a 24.000 euros en caso de tri-
butación conjunta, no obstante para residentes en municipios y 
entidades locales menores con una población inferior a 3.000 
habitantes el límite será de 28.000 euros en tributación indivi-
dual y 45.000 en tributación conjunta. En el caso de las familias 
numerosas no operará dicho límite.

La Rioja
Prevé una deducción en cuota autonómica de IRPF del 20 % 

de los gastos en escuelas infantiles o centros de educación para 
el cuidado de hijos de 0 a 3 años, dentro del periodo impositivo, 
con el límite máximo de 600 euros por menor. Solo podrán apli-
carse esta deducción los contribuyentes que no superen los 
siguientes límites de renta:

 – Base liquidable general sometida a tributación: 18.030 
euros en tributación individual /30.050 euros en tributa-
ción conjunta

 – Base liquidable del ahorro: 1.800 euros.

En el caso de contribuyentes que fijen su residencia habitual 
en pequeños municipios de La Rioja, el importe deducible será 
del 30 % con el límite de 600 euros, sin que resulte aplicable la 
limitación por bases liquidables.

Murcia
Tiene establecida una deducción por la adquisición de mate-

rial escolar y libros de texto derivados de la escolarización de los 
descendientes en el segundo ciclo de educación infantil, edu-
cación primaria y educación secundaria obligatoria. El importe 
de la deducción será de 120 euros por cada descendiente. Para 
aplicar esta deducción la suma de las bases imponibles general 
y la del ahorro no pueden superar:

 – En declaración individual: 20.000 euros / 33.000 en el 
caso de las familias numerosas

 – En declaración conjunta: 40.000 euros /53.000 en el 
caso de las familias numerosas

De igual forma, Murcia reconoce una deducción por gastos de 
guarderías y centros de educación infantil del 20 % de las canti-
dades satisfechas en el período impositivo, atendiendo, no obs-
tante, a determinados requisitos y con el límite de 1.000 euros 
por cada uno de los hijos o descendientes. La base de deduc-
ción estará constituida por las cantidades satisfechas por los 
conceptos de custodia, alimentación y adquisición de vestuario 
de uso exclusivo escolar. Será requisito para la aplicación de 
esta deducción que la cantidad resultante de la suma de la base 
imponible general y de la base imponible del ahorro no supere 
la cantidad de 30.000 euros, en declaraciones individuales y 
50.000 euros en declaraciones conjuntas.

Por último, debemos destacar que la mayoría de las comuni-
dades exigen justificar los gastos con factura, por lo que debe-
rán conservarse los tickets y justificantes hasta la finalización 
del plazo para la presentación del impuesto y los 4 ejercicios 
posteriores (plazo de prescripción del impuesto).
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Novedades en la regulación 
del recurso de casación

La aprobación del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, 
por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la 
Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La 
Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición 
de Directivas de la Unión Europea en materia de modificacio-
nes estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de 
la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los 
cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la 
Unión Europea, ha supuesto una reforma del recurso de casa-
ción en todos los ámbitos. 

Es por ello que haremos un análisis de todas las novedades 
en cada una de las ramas del derecho, teniendo en cuenta que 
el Real Decreto- ley 5/2023, de 28 de junio entra en vigor el 29 
de julio de 2023 y que en materia procesal deberemos atender a 
la disposición transitoria décima.

Recurso de casación civil
El régimen de recurso establecido en la Ley 1/2000, de 7 

de enero, de Enjuiciamiento Civil separaba la denuncia de las 
infracciones procesales (materia del recurso extraordinario por 
infracción procesal) de las sustantivas (objeto del recurso de 
casación). En el caso del recurso de casación se establecían 

ANÁLISIS DE LAS NOVEDADES 

EN LA REGULACIÓN DEL 

RECURSO DE 
CASACIÓN

tres cauces de acceso —procesos sobre tutela civil de derechos 
fundamentales, cuantía superior a 600.000 euros e interés 
casacional—. Señala el preámbulo del Real Decreto-ley 5/2023, 
de 28 de junio «no resulta operativa en el actual desarrollo del 
derecho privado». 

Se contempla en el Real Decreto-ley que «En este contexto, 
son cada vez más evidentes tanto las dificultades que encuentran 
las partes para construir correctamente los recursos como los 
obstáculos que tiene la propia Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
para cumplir su función de unificación de doctrina en materias 
socialmente relevantes. Estos problemas se producen, además, 
en un contexto de incremento incesante de la litigiosidad, con la 
consiguiente dedicación desmesurada de los medios personales 
de que dispone la Sala a una compleja fase de admisión que 
alarga de forma desmedida los tiempos de respuesta de todos los 
recursos».

Así pues, analizaremos la nueva regulación del recurso de 
casación, teniendo en cuenta que con esta reforma se vacía de 
contenido el recurso extraordinario por infracción procesal, al 
permitir, como veremos, que las infracciones procesales sean 
objeto de recurso de casación.

Resoluciones recurribles y motivos

El art. 477 de la LEC establece las resoluciones que son recu-
rribles, así como los motivos en que puede fundamentarse el 
recurso. En cuanto a las resoluciones se introduce un nuevo 
apartado 1 en el que se establece:

«Serán recurribles en casación las sentencias que 
pongan fin a la segunda instancia dictadas por las Audien-
cias Provinciales cuando, conforme a la ley, deban actuar 
como órgano colegiado y los autos y sentencias dictados 
en apelación en procesos sobre reconocimiento y ejecu-
ción de sentencias extranjeras en materia civil y mercantil 
al amparo de los tratados y convenios internacionales, así 
como de Reglamentos de la Unión Europea u otras normas 
internacionales, cuando la facultad de recurrir se reco-
nozca en el correspondiente instrumento».

ANÁLISIS DE LAS NOVEDADES EN LA REGULACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN

Fátima Blanco Permuy
Miembro del departamento de 
Documentación Iberley
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En cuanto a los motivos objeto de recurso se establece que 
podrá fundarse en la infracción de norma procesal o de norma 
sustantiva, siempre que concurra interés casacional. En todo 
caso podrá interponerse el recurso de casación frente a las sen-
tencias dictadas para la tutela civil de los derechos fundamen-
tales susceptibles de recurso de amparo aun cuando no concu-
rra interés casacional.

A TENER EN CUENTA. Antes de la reforma por el Real 
Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio no podía ser objeto de 
casación la tutela de los derechos reconocidos en el art. 
24 de la CE. Sin embargo, a partir de la entrada en vigor de 
la nueva regulación estos derechos también pueden ser 
objeto de casación.

Se considera que un recurso tiene interés casacional cuando:

 – Se oponga a doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo.
 – Resuelva puntos y cuestiones sobre los que exista juris-

prudencia contradictoria de las Audiencias Provinciales.
 – Aplique normas sobre las que no exista doctrina jurispru-

dencia del Tribunal Supremo —en este punto se ha elimi-
nado la limitación que señalaba que solo era aplicable a 
las normas que no llevasen aprobadas más de 5 años—.

En cuanto a los recurso de que deban conocer los tribuna-
les superiores de justicia se establece que «Cuando se trate de 
recursos de casación de los que deba conocer un Tribunal Superior 
de Justicia, se entenderá que existe interés casacional cuando la 
sentencia recurrida se oponga a doctrina jurisprudencial, o no 
exista doctrina del Tribunal Superior de Justicia sobre normas de 
Derecho especial de la Comunidad Autónoma correspondiente, o 
resuelva puntos y cuestiones sobre los que exista jurisprudencia 
contradictoria de las Audiencias Provinciales». 

El apartado 4 del art. 477 de la LEC regula la apreciación de 
interés casacional notorio por el TS o los TSJ cuando la reso-
lución impugnada se haya dictado en un proceso en el que la 
cuestión litigiosa sea de interés general para la interpretación 
uniforme de la ley estatal o autonómica.

CUESTIÓN

¿Cuándo entendemos que existe interés general?

Se entenderá que existe interés general cuando la cues-
tión afecte potencial o efectivamente a un gran número de 
situaciones, bien en sí misma o por trascender del caso 
objeto del proceso (art. 477.4 in fine de la LEC).

En relación a la valoración de la prueba y la fijación de los 
hechos, éstos no podrán ser objeto del recurso, salvo error de 
hecho, patente e inmediatamente verificable a partir de las pro-
pias actuaciones. 

En los casos en que se recurra con fundamento en la infrac-
ción normas procesales será imprescindible acreditar que, de 
haber sido posible, la infracción se haya denunciado en la ins-
tancia y que, de haberse producido en la primera, la denuncia se 
ha reproducido en la segunda instancia. Si la infracción procesal 
hubiere producido falta o defecto subsanable, deberá haberse 
pedido la subsanación en la instancia o instancias oportunas.

Otra de las novedades se recoge en el art. 479.3 de la LEC en el 
que se establece que se darán tramitación preferente a los recur-
sos de casación legalmente previstos contra sentencias definiti-
vas dictadas en la tramitación de los procedimientos testigo.

Contenido del escrito de interposición

El art. 481 de LEC es el encargado de regular el contenido que 
debe tener el escrito de interposición del recurso de casación y 
que se ha visto modificado por completo por el Real Decreto- 
ley 5/2023, de 28 de junio. Así el 29 de julio de 2023, fecha de 
entrada en vigor de la reforma el contenido del escrito de casa-
ción deberá seguir las siguientes prescripciones:

 – Se identificará el cauce de acceso a la casación y, de ser 
este el interés casacional, se identificará asimismo la 
modalidad que se invoca y la justificación, con la nece-
saria claridad, de la concurrencia del interés casacional 
invocado. Además de ello, se expresará la norma proce-
sal o sustantiva infringida, precisando, en las peticiones, 
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la doctrina jurisprudencial que se interesa de la Sala, en 
su caso, y los pronunciamientos correspondientes sobre 
el objeto del pleito.

 – Podrá solicitarse la celebración de vista.
 – El recurso de casación se articulará en motivos, no pudiendo 

acumular en el mismo motivo distintas infracciones.
 – Solo podrán denunciarse las infracciones que sean rele-

vantes para el fallo, siempre que hubieran sido invoca-
das oportunamente en el proceso o consideradas por la 
audiencia provincial.

 – Cada motivo se iniciará con un encabezamiento, que con-
tendrá la cita precisa de la norma infringida y el resumen 
de la infracción cometida.

 – En el desarrollo de cada motivo se expondrán los funda-
mentos del mismo, sin apartarse del contenido esencial del 
encabezamiento y con la claridad expositiva necesaria para 
permitir la identificación del problema jurídico planteado.

 – Al escrito de interposición se acompañarán copia de la 
sentencia impugnada, si contuviera firma electrónica o 
código de verificación que la identifique, o certificación 
en otro caso, y, cuando sea procedente, texto de las sen-
tencias que se aduzcan como fundamento del interés 
casacional.

 – En su caso, en el escrito de interposición, además de fun-
damentarse el recurso de casación, se habrá de manifes-
tar razonadamente cuanto se refiera a la inexistencia de 
doctrina jurisprudencial relativa a la norma que se estime 
infringida.

A TENER EN CUENTA. El art. 481.8 de la LEC esta-
blece la posibilidad de que la Sala de Gobierno del Tribu-
nal Supremo determine mediante acuerdo la extensión 
máxima y otras condiciones extrínsecas, incluidas las 
relativas al formato en el que deban ser presentados, de 
los escritos de interposición y de oposición de los recur-
sos de casación. Esto ha tenido lugar el 8 de septiembre 
de 2023, a través de un acuerdo publicado en el BOE del 
29 del citado mes «Acuerdo de 14 de septiembre de 2023, 
de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder 
Judicial, por el que se publica el Acuerdo de 8 de septiem-
bre de 2023, de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, 
sobre la extensión y otras condiciones extrínsecas de los 
escritos de recurso de casación y de oposición civiles».

Admisión del recurso

Será el letrado de la Administración de Justicia quien, una 
vez transcurrido el término del emplazamiento, comprobará que 
el recurso se haya interpuesto en tiempo y forma incluyendo, en 
el caso de infracciones procesales, la denuncia previa en la ins-
tancia, de haber sido posible, así como la debida constitución 
de los depósitos para recurrir y el cumplimiento, en su caso, de 
los requisitos del artículo 449 de la LEC, procediendo en caso 
contrario a la inadmisión mediante decreto.

CUESTIÓN

¿Cuál es el término de emplazamiento en el recurso de 
casación?

El art. 482.1 de la LEC señala «Dentro de los cinco días 
siguientes a la resolución que tenga por interpuesto el 
recurso, el letrado o letrada de la Administración de Justicia 
remitirá todos los autos originales al tribunal competente 
para conocer del recurso de casación, con emplazamiento 
de las partes por término de treinta días (...)».

En caso de que concurran todos los requisitos se elevarán 
las actuaciones a la Sección de Admisión de la Sala Primera 
del Tribunal Supremo o a la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal 
Superior de Justicia para que se pronuncie sobre la admisión 
del recurso:

 – La inadmisión se hará mediante providencia sucinta-
mente motivada que declarará la firmeza de la sentencia 
recurrida.

 – Se admitirá por medio de auto que exprese las razones 
por las que la Sala Primera del Tribunal Supremo o la Sala 
de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia debe 
pronunciarse sobre la cuestión o cuestiones planteadas 
en el recurso.

 – En caso de que la causa de inadmisión solo afecte a alguna 
de las infracciones alegadas, se resolverá mediante auto 
la admisión del recurso respecto de las demás que el 
recurso denuncie.

Contra la providencia y auto que resuelva la admisión no se 
dará recurso alguno.

A TENER EN CUENTA. En el trámite de admisión se 
examinará la competencia antes de pronunciarse sobre 
la admisibilidad del recurso. Si no se considerare com-
petente, acordará, previa audiencia de las partes y del 
Ministerio Fiscal por plazo de diez días, la remisión de 
las actuaciones y emplazamiento de las partes para que 
comparezcan ante la Sala que se estime competente en 
el plazo de diez días.

Sentencia

El art. 487 de la LEC determina que el recurso de casación 
se decidirá mediante sentencia. No obstante, cuando exista 
doctrina jurisprudencial sobre la cuestión planteada el recurso 
podrá resolverse mediante auto el cual, casando la resolución 
recurrida, devolverá el asunto al tribunal de su procedencia para 
que dicte nueva resolución de acuerdo con la doctrina jurispru-
dencial. Frente a la sentencia o auto que resuelva el recurso no 
cabrá recurso alguno.

Cuando en el recurso se hayan denunciado varias infraccio-
nes, procesales y sustantivas, la sala resolverá en primer lugar 
el motivo o motivos cuya eventual estimación determine una 
reposición de las actuaciones.

A TENER EN CUENTA. Los pronunciamientos de 
la sentencia que se dicte en casación en ningún caso 
afectarán a las situaciones jurídicas creadas por las 
sentencias, distintas de la impugnada, que se hubieren 
invocado.

Régimen transitorio

La reforma llevada a cabo respecto al recurso de casación 
civil seguirá el siguiente régimen transitorio establecido en el 
apartado 4 de la disposición transitoria décima del Real Decre-
to-ley 5/2023, de 28 de junio que señala «La nueva regulación 
del recurso de casación civil se aplicará a los recursos que se 
interpongan contra las resoluciones dictadas a partir de su 
entrada en vigor, con las excepciones previstas en los apartados 
siguientes (...)». Las excepciones previstas son:

 – Los recursos de casación y extraordinarios por infrac-
ción procesal interpuestos contra resoluciones dictadas 
con anterioridad a esa fecha se regirán por la legislación 
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anterior, cualquiera que sea la fecha en la que dichas 
resoluciones se notifiquen.

 – En el caso anterior, si procediera la inadmisión de los 
recursos por las causas previstas en las normas hasta 
entonces vigentes, se acordará por providencia sucinta-
mente motivada, previa audiencia de las partes.

 – En el mismo caso, si concurren los requisitos previs-
tos al efecto en el artículo 487.1 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, el recurso de casación y, en su caso, el 
recurso extraordinario por infracción procesal, podrán 
resolverse por medio de auto, que casará la sentencia 
y devolverá el asunto al tribunal de su procedencia para 
que dicte nueva resolución de acuerdo con la doctrina 
jurisprudencial existente sobre la cuestión o cuestiones 
planteadas.

Recurso de casación penal
El preámbulo del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio 

señala en relación con la reforma del recurso de casación penal 
lo siguiente:

«Por otro lado, se modifica la regulación del recurso de 
casación penal para, ante la situación existente en la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo, introducir una serie de 
filtros consistentes, por un lado, en exigir que se incluya 
en el escrito un breve extracto del motivo o motivos de 
casación que se pretenden esgrimir, así como que se cite 
el precepto del Código Penal de carácter sustantivo que se 
considere vulnerado; y, por otro, prever expresamente que 
la Audiencia Provincial o la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional puedan tener por no preparado el recurso, en 
el caso de que el motivo o motivos se aleguen por otra 
vía distinta a la prevista en el artículo 849.1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (error de Derecho) o no se cite el 
precepto del Código Penal de carácter sustantivo, que se 
considere vulnerado».

Así la reforma llevada a cabo afecta especialmente a la pre-
paración del recurso cuya regulación queda según analizamos 
a continuación.

Conforme el art. 455 de la LECrim el que pretenda interponer 
recurso de casación pedirá, ante el tribunal que haya dictado la 
resolución definitiva, un testimonio de la misma, y manifestará 
la clase o clases de recurso que trate de utilizar. La principal 
novedad en este punto es que cuando se pretenda interponer 
recurso de casación contra sentencia dictada en apelación por 
una Audiencia Provincial o la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional por infracción de ley, el recurrente deberá presentar 
escrito consignando, en párrafos separados, con la mayor cla-
ridad y concisión, la concurrencia de los requisitos exigidos, 
identificando el precepto o preceptos sustantivos que se consi-
deran infringidos y explicando de modo sucinto las razones que 
fundan tal infracción.

En cuanto al motivo del art. 849.2º de la LECrim y el quebran-
tamiento de forma el art. 455 de la LECrim señala:

«Cuando el recurrente se proponga fundar el recurso 
en el número 2.º del artículo 849, deberá designar, sin 
razonamiento alguno, los particulares del documento que 
muestren el error en la apreciación de la prueba.

Si se propusiere utilizar el de quebrantamiento de 
forma, designará también, sin razonamiento alguno, la 
falta o faltas que se supongan cometidas, y, en su caso, la 
reclamación practicada para subsanarlas y su fecha».

En cuanto a la forma y contenido del escrito de preparación 
no han resultado modificados manteniendo su redacción los 
arts. 856 y 857 de la LECrim.

Sin embargo, sí que encontramos novedades en el art. 858 
de la LECrim que se refiere a la resolución por el Tribunal. Para 
resolver el Tribunal deberá oír a las partes y tendrá por prepa-
rado el recurso si la resolución reclamada es recurrible en casa-
ción y se han cumplido todos los requisitos exigidos en los artí-
culos anteriores, y, en el caso contrario, lo denegará por auto 
motivado.

En aquellos casos en los que se recurra sentencia dictada en 
apelación por una Audiencia Provincial o la Sala de lo Penal de 
la Audiencia Nacional, el Tribunal denegará, por auto motivado, 
la preparación cuando:

 – Se aleguen motivos distintos al previsto en el artículo 
849.1 de la LECrim.

 – No se identifique un precepto sustantivo supuestamente 
infringido.

 – No se consigne el breve extracto exigido. 
 – Su contenido se aparte del ámbito del artículo 849.1.º de 

la LECrim.

A TENER EN CUENTA. De los autos que se deniegue 
tener por preparada la resolución, se dará copia certificada 
en el acto de la notificación a la parte recurrente.

En relación al recurso de casación penal otra de las nove-
dades se recoge en el art. 889 de la LECrim que se refiere a la 
necesidad de unanimidad para denegar la admisión del recurso 
en los siguientes casos:

 – La inadmisión a trámite del recurso de casación en el 
supuesto previsto en el artículo 847.1.b) de la LECrim 
podrá acordarse por providencia sucintamente motivada 
siempre que haya unanimidad por carencia de interés 
casacional.

 – La inadmisión a trámite del recurso de casación en el 
supuesto previsto en el artículo 847.1.a) de la LECrim podrá 
acordarse por providencia sucintamente motivada siem-
pre que haya unanimidad por carencia de relevancia casa-
cional y la pena privativa de libertad impuesta, o la suma de 
las penas privativas de libertad impuestas, no sea superior 
a cinco años, o bien se hayan impuesto cualesquiera otras 
penas de distinta naturaleza bien sean únicas, conjuntas 
o alternativas, cualquiera que sea su cuantía o duración

Régimen transitorio

Señala la disposición transitoria décima del Real Decreto- 
ley 5/2023, de 28 de junio en su apartado 1 «Los recursos 
de casación penal que se hubieren presentado antes de la 
entrada en vigor del presente real decreto-ley se continuarán 
sustanciando conforme a la legislación procesal anterior».

ANÁLISIS DE LAS NOVEDADES EN LA REGULACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN

13



Recurso de casación 
contencioso-administrativo

El preámbulo del Real Decreto- ley 5/2023, de 28 de junio, 
señala la necesidad de dotar de mayor agilidad la tramitación 
del recurso de casación contencioso-administrativo. Para ello 
se han reducido los plazos para algunos trámites intermedios, 
que sin embargo no altera la de los previstos para formular los 
escritos de preparación del recurso ni los de interposición y 
oposición, cuya duración actual estima ajustada a su relevancia 
y elevada complejidad técnica.

A TENER EN CUENTA. Se reforma por el Real Decre-
to-ley 5/2023, de 28 de junio el art. 88.3.b de la LJCA que 
señala como presunción de interés casacional «Cuando 
dicha resolución se aparte de la jurisprudencia existente 
de modo deliberado por considerarla errónea o de modo 
inmotivado pese a haber sido citada en el debate o ser 
doctrina asentada».

Así las reformas que encontramos en la LJCA en materia de 
plazos en recurso de casación son:

 – Se reduce el plazo de emplazamiento de las partes una 
vez se tenga por preparado el recurso, así el art. 89.5 de 
la LJCA reduce a quince días el plazo para que las partes 
comparezcan ante la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Supremo, así como la remisión a ésta de 
los autos originales y del expediente administrativo.

 – El art. 90.1 de la LJCA tras la reforma señala que la Sec-
ción de la Sala Contencioso-administrativo del TS podrá 
acordar oír a las partes por plazo común de veinte días —
antes de la reforma el plazo era de 30 días— acerca de 
si el recurso presenta interés casacional objetivo para la 
formación de jurisprudencia.

Además de los plazos antes referenciados se modifica el art. 
94 de la LJCA al que se le da una nueva redacción para regu-
lar los supuestos en los que se constate la existencia de un gran 
número de recursos que susciten una cuestión jurídica sustan-
cialmente igual. En estos casos la Sección de admisión podrá 
acordar la admisión de uno o varios de ellos para su tramitación 
y resolución preferente, suspendiendo el trámite de admisión de 
los demás hasta que se dicte sentencia en el primero o primeros.

En estos casos, una vez que se haya dictado sentencia sobre 
el fondo se llevará testimonio de esta a los recursos suspendi-
dos y se notificará a los interesados afectados por la suspen-
sión, dándoles un plazo de 10 días a fin de que puedan intere-
sarla continuación del trámite de su recurso de casación, o bien 
desistir del mismo. En caso de que interesen la continuación 
valorarán la incidencia que la sentencia de fondo dictada por el 
Tribunal Supremo tiene sobre su recurso.

Efectuadas las alegaciones y cuando no se hubiera produ-
cido desistimiento se resolverá de la siguiente forma:

 – Si la sentencia impugnada en casación resulta coinci-
dente, en su fallo y razón de decidir, con lo resuelto por la 

sentencia o sentencias del Tribunal Supremo, se inadmi-
tirán por providencia los recursos de casación pendientes

 – si la sentencia impugnada en casación no resulta coin-
cidente, en su fallo y razón de decidir, con lo resuelto 
por la sentencia o sentencias del Tribunal Supremo, se 
dictará auto de admisión y se remitirá el conocimiento 
del asunto a la Sección correspondiente, siempre que el 
escrito de preparación cumpla las exigencias impuestas 
en el artículo 89.2 de la LJCA y presente interés casacio-
nal objetivo.

En caso de que se remitan las actuaciones la sección resol-
verá si continúa con la tramitación ordinaria del recurso de 
casación o por el contrario dicta sentencia sin más trámite remi-
tiéndose a lo acordado en la sentencia de referencia y adop-
tando los demás pronunciamientos que considere necesarios.

Régimen transitorio

Establece la disposición transitoria décima del Real Decre-
to-ley 5/2023, de 28 de junio, en su apartado 3 que el nuevo 
régimen será de aplicación a las resoluciones de los juzgados y 
tribunales que se dicten con posterioridad a su entrada en vigor 
—29 de julio 2023—. 

Lo establecido en el art. 94 de la LJCA, en su nueva redacción, 
será de aplicación a los recursos de casación que se hubieran 
preparado y estuvieran pendientes de admisión a la entrada en 
vigor del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. A estos efec-
tos, de oficio o a instancia de parte, se podrá acordar la sus-
pensión del trámite de admisión de estos recursos en atención 
a cualquiera de los recursos de casación que ya se hubieran 
admitido antes de la entrada en vigor de este real decreto-ley, 
que se declararán de tramitación y resolución preferente por 
concurrir los requisitos del citado artículo 94 de la LJCA.

Reforma de casación social
La pretensión de la reforma en este ámbito es la de dotar de 

mayor agilidad la tramitación de los recursos de casación para 
la unificación de doctrina.

Admisión del recurso

Se reforma el art. 225 de la LJS que regula la decisión sobre la 
admisión del recurso, destacando principalmente la eliminación 
del recurso de reposición frente al auto de inadmisión. Una vez 
que la Sala Social del TS haya recibido los autos si el letrado 
o letrada de la Administración de Justicia, si apreciare algún 
defecto, deberá adoptar alguna de estas decisiones:

 – Si apreciara el defecto insubsanable de haberse preparado 
o interpuesto fuera de plazo dictará decreto poniendo fin 
al trámite del recurso, contra el que sólo procederá recurso 
de revisión.

 – De apreciar defectos subsanables en la tramitación del 
recurso, o en su preparación e interposición, concederá a 
la parte un plazo de diez días para la aportación de los 
documentos omitidos o la subsanación de los defectos 
apreciados.

ANÁLISIS DE LAS NOVEDADES EN LA REGULACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN
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De no haber apreciado defectos el letrado o letrada de la 
Administración de Justicia, o una vez subsanados los adverti-
dos, o si apreciare defectos insubsanables, sea en la prepara-
ción o en la interposición, distintos de los de su preparación o 
interposición fuera de plazo, dará cuenta al magistrado ponente 
para instrucción de los autos por tres días.

A TENER EN CUENTA. Para el despacho ordinario y 
resolución de la inadmisión de este recurso la Sala se 
constituirá con tres Magistrados

El art. 225.4 de la LJS establece:

«4. Son causas de inadmisión:
a) el incumplimiento de manera manifiesta e insubsa-

nable de los requisitos procesales para preparar o interpo-
ner el recurso,

b) la carencia sobrevenida del objeto del recurso,
c) la falta de contradicción entre las sentencias comparadas,
d) la falta de contenido casacional de la pretensión,
e) el haberse desestimado en el fondo otros recursos en 

supuestos sustancialmente iguales».

En función de la causa de inadmisión que se aprecie la sala 
deberá actuar de diferente forma, así:

 – Si la Sala estimare que concurre alguna de las causas de 
inadmisión referidas en las letras a), b) y c) del apartado 4 
del art. 225 de la LJS, pasará los autos al Ministerio Fiscal, 
de no haber interpuesto el recurso, para que, en el plazo 
de cinco días, informe sobre la admisión o inadmisión del 
mismo.

 – Si la Sala estimare que concurre la causa de inadmisión 
referida en las letras d) y e) del apartado referenciado acor-
dará oír al recurrente sobre las mismas por un plazo de 
cinco días, con ulterior informe del Ministerio Fiscal por 
otros cinco días, de no haber interpuesto el recurso.

Para resolver sobre la inadmisión la sala seguirá lo dispuesto 
en el art. 225.5 de la LJS:

«5. Si la Sala estimara que concurre alguna de las 
causas de inadmisión referidas dictará, en el plazo de tres 
días, auto declarando la inadmisión y la firmeza de la reso-
lución recurrida, con imposición al recurrente de las costas 
causadas, de haber comparecido en el recurso las partes 
recurridas, en los términos establecidos en esta ley y sin 
que quepa recurso contra dicha resolución. El auto de 
inadmisión comportará, en su caso, la pérdida del depósito 
constituido, dándose a las consignaciones y aseguramien-
tos prestados el destino que corresponda, de acuerdo con 
la sentencia de suplicación».

CUESTIÓN

¿Qué ocurre si se aprecia la falta de competencia 
funcional?

El art. 225.6 de la LJS señala «Si por la Sección de admi-
siones se apreciare la falta de competencia funcional para 
el conocimiento del litigio, se concederá audiencia a las 
partes y al Ministerio Fiscal por un plazo común de tres 
días. Finalizado el plazo, se señalará dentro de los diez días 

siguientes para deliberación, votación y fallo, debiendo dic-
tarse sentencia dentro de los diez días siguientes a la cele-
bración de la votación».

Suspensión de recursos de casación pendientes de 
tramitación en caso de identidad jurídica sustancial

El Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio añade el art. 225 
bis de la LJS que entra en vigor el 29 de julio de 2023. Este nuevo 
precepto se encarga de regular los casos en los que se constate 
la existencia de un gran número de recursos que susciten una 
cuestión jurídica sustancialmente igual.

En estos casos se podrá acordar la admisión de uno o varios 
de ellos para su tramitación y resolución preferente, suspen-
diendo el trámite de admisión de los demás hasta que se dicte 
sentencia en el primero o primeros.

Una vez se dicte sentencia de fondo se llevará testimonio 
de esta a los recursos suspendido y se notificará a los interesa-
dos afectados por la suspensión, los cuales dispondrán de un 
plazo de 10 días para interesar la continuación del trámite de 
su recurso o bien desistir del mismos. Para el supuesto de que 
interesen la continuación valorarán la incidencia que la senten-
cia de fondo dictada por el TS tiene sobre su recurso.

En cuanto se hayan efectuado las alegaciones y no se 
hubiera producido desistimiento:

 – Si la sentencia impugnada en casación resulta coinci-
dente, en su fallo y razón de decidir, con lo resuelto por la 
sentencia o sentencias del Tribunal Supremo, se inadmiti-
rán por providencia los recursos de casación pendientes.

 – Si la sentencia impugnada en casación no resulta coinci-
dente, en su fallo y razón de decidir, con lo resuelto por la 
sentencia o sentencias del Tribunal Supremo, se dictará 
auto de admisión y se remitirá el conocimiento del asunto 
a la Sección correspondiente.

Remitidas las actuaciones, la Sección de admisión de la Sala 
Social del TS resolverá si continua con la tramitación del recurso 
de casación o si dicta sentencia sin más trámite, remitiéndose 
a lo acordado en la sentencia de referencia y adoptando los 
demás pronunciamientos que considere necesarios.

Régimen transitorio

La disposición transitoria décima del Real Decreto-ley 
5/2023, de 28 de junio establece en su apartado 5:

«5. El régimen del recurso de casación social establecido 
en este real decreto-ley será de aplicación a las resoluciones 
de los juzgados y tribunales de ese orden que se dicten con 
posterioridad a su entrada en vigor.

La modificación del artículo 225 bis de la Ley 36/2011, 
de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, será 
de aplicación a los recursos de casación que se hubie-
ran preparado y estuvieran pendientes de admisión a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley.

A estos efectos, de oficio o a instancia de parte, se podrá 
acordar la suspensión del trámite de admisión de otros 
recursos en atención a cualquiera de los recursos de casa-
ción que ya se hubieran admitido a la entrada en vigor de 
este real decreto-ley y que se declaren de tramitación y 
resolución preferente por concurrir los requisitos del citado 
artículo».
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NOVEDADES
LEGISLACIÓN

NOVEDADES LEGISLACIÓN

Resolución de 28 de julio de 2023, de la Sub-
secretaría, por la que se aprueban los modelos 
normalizados de solicitud de nacionalidad es-
pañola por carta de naturaleza en el ámbito del 
Ministerio de Justicia y se dictan instrucciones 
sobre su utilización.

F. PUBLICACIÓN: 18/09/2023

Acuerdo de 14 de septiembre de 2023, de la 
Comisión Permanente del Consejo General del 
Poder Judicial, por el que se publica el Acuerdo 
de 8 de septiembre de 2023, de la Sala de Go-
bierno del Tribunal Supremo, sobre la extensión 
y otras condiciones extrínsecas de los escritos 
de recurso de casación y de oposición civiles.

F. PUBLICACIÓN: 21/09/2023

Real Decreto 729/2023, de 22 de agosto, por 
el que se aprueba el Estatuto de la Agencia Es-
pañola de Supervisión de Inteligencia Artificial.

F. PUBLICACIÓN: 02/09/2023

Real Decreto 678/2023, de 18 de julio, por el 
que se regula la acreditación estatal para el ac-
ceso a los cuerpos docentes universitarios y el 
régimen de los concursos de acceso a plazas 
de dichos cuerpos.

F. PUBLICACIÓN: 06/09/2023

Real Decreto 773/2023, de 3 de octubre, por el 
que se regulan los coadyuvantes tecnológicos 
utilizados en los procesos de elaboración y ob-
tención de alimentos.

F. PUBLICACIÓN: 04/10/2023

Real Decreto 785/2023, de 17 de octubre, por 
el que se desarrollan determinadas disposicio-
nes de la Unión Europea que establecen me-
didas para responder a problemas específicos 
en los sectores de frutas y hortalizas y vitiviní-
cola causados por fenómenos meteorológicos 
adversos y por las perturbaciones del mercado.

F. PUBLICACIÓN: 18/10/2023

Orden ISM/1164/2023, de 20 de octubre, por 
la que se fijan para el ejercicio 2023 las bases 
normalizadas de cotización a la Seguridad 
Social, por contingencias comunes, en el Ré-
gimen Especial de la Seguridad Social para la 
Minería del Carbón.

F. PUBLICACIÓN: 27/10/2023
ADMINISTRATIVO

FISCALReal Decreto 779/2023, de 10 de octubre, por 
el que se establece la comunicación de enfer-
medades de los animales de declaración obli-
gatoria y se regula su notificación.

F. PUBLICACIÓN: 25/10/2023

Real Decreto 792/2023, de 24 de octubre, por 
el que se aprueba el Reglamento de desarrollo 
de la Ley Orgánica 11/2021, de 28 de diciembre, 
de lucha contra el dopaje en el deporte.

F. PUBLICACIÓN: 25/10/2023

Circular 1/2023, de 30 de agosto, de la Direc-
ción General de Seguros y Fondos de Pensio-
nes, relativa al uso obligatorio de medios elec-
trónicos para la práctica de comunicaciones y 
notificaciones con los mediadores de seguros, 
corredores de reaseguros y determinados me-
diadores de seguros complementarios.

F. PUBLICACIÓN: 19/09/2023

Resolución de 2 de octubre de 2023, de la 
Subsecretaría, por la que se establece el pro-
cedimiento para el pago por vía telemática 
de la tasa por reserva del dominio público 
radioeléctrico.

F. PUBLICACIÓN: 20/10/2023

LABORAL

RESOLUCIÓN DE 23 DE OCTUBRE DE 2023, DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE TRABAJO, POR LA QUE SE PUBLICA LA RELACIÓN DE FIESTAS LABO-
RALES PARA EL AÑO 2024.

F. PUBLICACIÓN: 27 de octubre de 2023
ÁMBITO: Estatal

MERCANTIL

CIVIL

RELEVANTE:
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Reglamento (UE) 2023/1781 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 13 de septiembre 
de 2023 por el que se establece un marco de 
medidas para reforzar el ecosistema europeo 
de semiconductores y por el que se modifica 
el Reglamento (UE) 2021/694 (Reglamento de 
chips) (Texto pertinente a efectos del EEE).

F. PUBLICACIÓN: 18/09/2023

Directiva (UE) 2023/1791 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo de 13 de septiembre de 2023 
relativa a la eficiencia energética y por la que se 
modifica el Reglamento (UE) 2023/955 (versión 
refundida) (Texto pertinente a efectos del EEE).

F. PUBLICACIÓN: 20/09/2023

Reglamento (UE) 2023/1804 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 13 de septiembre de 
2023 relativo a la implantación de una infraes-
tructura para los combustibles alternativos y 
por el que se deroga la Directiva 2014/94/UE 
(Texto pertinente a efectos del EEE).

F. PUBLICACIÓN: 22/09/2023

Reglamento (UE) 2023/1805 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 13 de septiembre 
de 2023 relativo al uso de combustibles reno-
vables y combustibles hipocarbónicos en el 
transporte marítimo y por el que se modifica 
la Directiva 2009/16/CE (Texto pertinente a 
efectos del EEE).

F. PUBLICACIÓN: 22/09/2023

Reglamento (UE) 2023/1803 de la Comisión, 
de 13 de agosto de 2023, por el que se adop-
tan determinadas normas internacionales de 
contabilidad de conformidad con el Regla-
mento (CE) n.º 1606/2002 del Parlamento 
Europeo y del Consejo (Texto pertinente a 
efectos del EEE).

F. PUBLICACIÓN: 26/09/2023

Directiva (UE) 2023/2225 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 18 de octubre de 2023, 
relativa a los contratos de crédito al consumo y 
por la que se deroga la Directiva 2008/48/CE.

F. PUBLICACIÓN: 30/10/2023

Reglamento (UE) 2023/2419 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 18 de octubre de 
2023, relativo al etiquetado de los alimentos 
ecológicos para animales de compañía.

F. PUBLICACIÓN: 27/10/2023

Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo, de 17 
de octubre de 2023, por la que se modifica la 
Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación 
administrativa en el ámbito de la fiscalidad.

F. PUBLICACIÓN: 24/10/2023

ADMINISTRATIVO

NOVEDADES LEGISLACIÓN

MERCANTIL

FISCAL

Reglamento (UE) 2023/2053 del Parlamen-
to Europeo y del Consejo de 13 de septiem-
bre de 2023 por el que se establece un plan 
de ordenación plurianual para el atún rojo del 
Atlántico oriental y el Mediterráneo, se modifi-
can los Reglamentos (CE) n.º 1936/2001, (UE) 
2017/2107 y (UE) 2019/833, y se deroga el Re-
glamento (UE) 2016/1627.

F. PUBLICACIÓN: 27/09/2023

Directiva (UE) 2023/2123 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 4 de octubre de 2023, 
por la que se modifica la Decisión 2005/671/
JAI del Consejo en lo que respecta a su aproxi-
mación a las normas de la Unión sobre protec-
ción de datos de carácter personal.

F. PUBLICACIÓN: 11/10/2023

Reglamento (UE) 2023/2124 del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, de 4 de octubre 
de 2023, sobre determinadas disposiciones 
aplicables a la pesca en la zona del Acuerdo 
CGPM (Comisión General de Pesca del Medi-
terráneo) (versión refundida).

F. PUBLICACIÓN: 12/10/2023

Reglamento (UE) 2023/2418 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 18 de octubre de 
2023, por el que se establece un instrumen-
to para el refuerzo de la industria europea de 
defensa mediante las adquisiciones en común 
(EDIRPA).

F. PUBLICACIÓN: 26/10/2023

Reglamento (UE) 2023/2411 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 18 de octubre de 
2023, relativo a la protección de las indicacio-
nes geográficas de productos artesanales e 
industriales y por el que se modifican los Re-
glamentos (UE) 2017/1001 y (UE) 2019/1753.

F. PUBLICACIÓN: 27/10/2023
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Ley 9/2023, de 25 de septiembre, por la que se 
aprueba el Plan Estadístico y Cartográfico de 
Andalucía 2023-2029.

F. PUBLICACIÓN: 28/09/2023

Ley 10/2023, de 3 de octubre, de reconocimien-
to de la universidad privada CEU Fernando III.

F. PUBLICACIÓN: 09/10/2023

Ley 11/2023, de 3 de octubre, de reconocimien-
to de la universidad privada Universidad Tec-
nológica Atlántico-Mediterráneo.

F. PUBLICACIÓN: 09/10/2023

Decreto-ley 7/2023, de 10 de octubre, por el 
que se modifica el Decreto-ley 6/2023, de 11 de 
julio, por el que se establecen las bases regula-
doras y se convocan subvenciones para com-
pensar el sobrecoste energético de gas natural 
y/o electricidad a pymes y personas trabajado-
ras autónomas especialmente afectadas por el 
excepcional incremento de los precios del gas 
natural y la electricidad provocados por el im-
pacto de la guerra de agresión de Rusia contra 
Ucrania, y se modifica el Decreto 301/2009, de 
14 de julio, por el que se regula el calendario y 
la jornada escolar en los centros docentes, a 
excepción de los universitarios.

F. PUBLICACIÓN: 10/10/2023

Decreto-ley 8/2023, de 24 de octubre, por el que 
se modifica el artículo 40 del Texto Refundido 
de la Ley Andaluza de Universidades, aprobado 
por Decreto Legislativo 1/2013, de 8 de enero.

F. PUBLICACIÓN: 27/10/2023

Orden EEI/1244/2023, de 19 de septiembre, 
por la que se determinan los días de apertura 
autorizados en domingos y festivos de los es-
tablecimientos comerciales para el año 2024, 
en la Comunidad Autónoma de Aragón.

F. PUBLICACIÓN: 02/10/2023

Resolución de 24 de octubre de 2023, de la 
Consejería de Fomento, Cooperación Local y 
Prevención de Incendios, por la que se aprueba 
el plan anual para el año 2024 de Prevención, 
Vigilancia y Extinción de Incendios Forestales 
en el Principado de Asturias.

F. PUBLICACIÓN: 30/10/2023

Decreto-ley 5/2023, de 4 de septiembre, por el 
que se modifican las bonificaciones en la cuo-
ta tributaria del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones.

F. PUBLICACIÓN: 05/09/2023

Decreto-ley 6/2023, de 25 de septiembre, por 
el que se prorroga la aplicación del tipo cero 
en el Impuesto General Indirecto Canario para 
la recuperación de diversas actividades en la 
isla de La Palma y para combatir los efectos 
del COVID-19.

F. PUBLICACIÓN: 29/09/2023

Decreto-ley 7/2023, de 9 de octubre, de crea-
ción de la Administración General del ente pú-
blico Radiotelevisión Canaria (RTVC).

F. PUBLICACIÓN: 10/10/2023

Circular 1/2023 por la que se regula el proce-
dimiento a seguir para el volcado en SIC3 de 
operaciones procedentes del subsistema de 
ejercicios posteriores.

F. PUBLICACIÓN: 27/09/2023

Decreto 17/2023, de 21 de septiembre, por el 
que se establece el calendario de fiestas labo-
rales en el ámbito de la Comunidad de Castilla 
y León para el año 2024.

F. PUBLICACIÓN: 25/09/2023

Decreto 253/2023, de 12 de septiembre, de 
ordenación de las empresas y de los estable-
cimientos de alojamiento turístico hotelero en 
Castilla-La Mancha.

F. PUBLICACIÓN: 21/09/2023

Decreto 169/2023, de 12 de septiembre, del 
procedimiento para declarar una parcela agrí-
cola y ganadera en desuso y del funciona-
miento del Registro de parcelas agrícolas y 
ganaderas en desuso.

F. PUBLICACIÓN: 14/09/2023

Decreto-ley 2/2023, de 17 de octubre, de medi-
das extraordinarias de carácter social.

F. PUBLICACIÓN: 19/10/2023

Decreto-ley 11/2023, de 29 de septiembre, del 
Consell, para minimización del impacto so-
bre las familias y empresas del pago del ca-
non de saneamiento aplazado por el Decreto 
ley 6/2022, de 8 de julio, y por el Decreto ley 
19/2022, de 30 de diciembre, del Consell.

F. PUBLICACIÓN: 29/09/2023
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Decreto-ley 4/2023, de 12 de septiembre, por 
el que se aprueban medidas urgentes para 
reducir la carga tributaria soportada por los 
contribuyentes, se amplían las ayudas al aco-
gimiento familiar, se incrementan las ayudas a 
los nuevos autónomos y se conceden ayudas 
directas a los productores de cerezas.

F. PUBLICACIÓN: 15/09/2023

Decreto 129/2023, de 31 de agosto, de sanidad 
mortuoria de Galicia.

F. PUBLICACIÓN: 18/09/2023

Decreto-ley 6/2023, de 2 de octubre, de medi-
das urgentes en materia de vivienda.

F. PUBLICACIÓN: 03/10/2023

Resolución 1219/2023, de 24 de octubre, de 
la Secretaría General Técnica de Hacienda, 
Gobernanza Pública, Sociedad Digital y Por-
tavocía del Gobierno, por la que se dispone 
la publicación del Acuerdo del Gobierno por 
el que se modifica el “Plan antifraude del 
Gobierno de La Rioja en materia de fondos 
europeos”.

F. PUBLICACIÓN: 26/10/2023

Decreto 242/2023, de 27 de septiembre, del 
Consejo de Gobierno, por el que se establecen 
las fiestas laborales para el año 2024 en la Co-
munidad de Madrid.

F. PUBLICACIÓN: 28/09/2023

Orden de 28 septiembre de 2023, de la Con-
sejería de Educación, Formación Profesional 
y Empleo por la que se regulan los programas 
Formativos Profesionales en la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

F. PUBLICACIÓN: 03/10/2023

Decreto Foral 153/2023, de 6 de septiembre, 
por el que se regula la gestión económica de 
los centros docentes públicos no universita-
rios de la Comunidad Foral de Navarra.

F. PUBLICACIÓN: 15/09/2023

Decreto Legislativo 2/2023, de 21 de septiem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de la Escuela Pública Vasca.

F. PUBLICACIÓN: 13/10/2023

Decreto Legislativo 3/2023, de 21 de septiem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley sobre Régimen Jurídico del Instituto 
Vasco de Administración Pública.

F. PUBLICACIÓN: 13/10/2023

Decreto Legislativo 4/2023, de 21 de septiem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de Cuerpos Docentes de la Enseñanza 
no Universitaria de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco.

F. PUBLICACIÓN: 13/10/2023

Decreto Legislativo 5/2023, de 21 de septiem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley sobre el Himno Oficial de Euskadi.

F. PUBLICACIÓN: 13/10/2023

Decreto Legislativo 6/2023, de 21 de septiem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de Sede de las Instituciones de la Co-
munidad Autónoma del País Vasco.

F. PUBLICACIÓN: 13/10/2023

Decreto Legislativo 7/2023, de 21 de septiem-
bre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Reconocimiento de la Universidad 
«Mondragon Unibertsitatea».

F. PUBLICACIÓN: 13/10/2023

Ley 9/2023, de 28 de septiembre, de Memoria 
Histórica y Democrática de Euskadi. 

F. PUBLICACIÓN: 17/10/2023
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CONVENIOS BOE
Septiembre

• AGENCIAS DE VIAJES

[99000155011981] [Convenio colectivo/Revisión salarial]

• CORCHO

[99010185011996] [Convenio colectivo/Revisión salarial]

• EMPRESAS DE ENSEÑANZA PRIVADA SOSTENIDAS TOTAL O PARCIALMENTE CON FONDOS PÚBLICOS

[99008725011994] [Sentencia 78/2023 de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional]

• ENAIRE. CONTROLADORES DE TRÁNSITO AÉREO

[90012160011999] [Corrección de erratas al III Convenio colectivo]

• INDUSTRIAS LÁCTEAS Y SUS DERIVADOS

[99003175011981] [Tablas salariales definitivas de 2022, de atrasos de 2022 y provisionales del año 2023]

• INDUSTRIAS DE PASTAS ALIMENTICIAS

[99003945011981] [Modificación de las tablas salariales del IX Convenio colectivo] 

• CONSTRUCCIÓN (CONVENIO COLECTIVO GENERAL)

[99005585011900] [Actualización de las tablas salariales para 2023 de la provincia de Barcelona/ VII Convenio 
colectivo general 2022-2026]

• SECTOR CEMENTERO

[99100025082011] [Salario mínimo sectorial de 2022 y 2023]

• INSTALACIONES DEPORTIVAS Y GIMNASIOS

[99015105012005] [Modificación parcial del IV Convenio colectivo que incorpora tablas salariales 2023-2025]

Octubre
• PASTAS, PAPEL Y CARTÓN

[99003955011981] [Convenio colectivo/Revisión salarial]

• ARTES GRÁFICAS, MANIPULADOS DE PAPEL, MANIPULADOS DE CARTÓN, EDITORIALES E INDUSTRIAS 
AUXILIARES

[99000355011982] [Convenio colectivo/Revisión salarial]

• ENTIDADES DE SEGUROS, REASEGUROS Y MUTUAS COLABORADORAS CON LA SEGURIDAD SOCIAL

[99004625011981] [Modificación de tablas salariales 2023-2024]

• CENTROS Y SERVICIOS VETERINARIOS

[99100235012020] [Convenio colectivo/Revisión salarial]

• EMPRESAS DEDICADAS A LOS SERVICIOS DE CAMPO PARA ACTIVIDADES DE REPOSICIÓN Y 
SERVICIOS DE MARKETING OPERACIONAL

[99016925012009] [Modificación del art. 20 del convenio y las tablas salariales 2022-2023] 

• ENSEÑANZA Y FORMACIÓN NO REGLADA

[99008825011994] [Acuerdo de revisión salarial para el año 2023]
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SUBVENCIONES BOE
AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE PRESENTACIÓN DE SOLICITUDES DE LA CONVOCATORIA DE LA LÍNEA DE AYUDAS DE CERTIFICA-
CIÓN INTERNACIONAL DEL 'PROGRAMA MENTORING Y APOYO A LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LA PYME'.

BDNS (IDENTIF.): 701616 F. PUBLICACIÓN: 21/09/2023

CONVOCATORIA DE AYUDAS PARA LA PROVISIÓN DEL CONJUNTO DE EQUIPAMIENTO ACTIVO E INFRAESTRUCTURA AUXILIAR 
NECESARIA PARA LA PROVISIÓN DE SERVICIOS DE COMUNICACIONES MÓVILES CON TECNOLOGÍA 5G EN ZONAS DONDE NO 
EXISTE COBERTURA MÓVIL 4G CON SERVICIO MÍNIMO DE 50 MBPS (PROGRAMA UNICO 5G REDES ACTIVAS), EN EL MARCO DEL 
PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.

BDNS (IDENTIF.): 720469 F. PUBLICACIÓN: 10/10/2023

BASES REGULADORAS PARA LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES DEL PROGRAMA 'CHEQUE CAPACITACIÓN DIGITAL EN EL 
TRANSPORTE', EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA -FINANCIADO POR LA UNIÓN 
EUROPEA- NEXTGENERATIONEU.

BDNS (IDENTIF.): --------- F. PUBLICACIÓN: 16/10/2023

CONVOCATORIA DE LA LÍNEA DE AYUDAS DE MENTORING INTERNACIONAL DEL PROGRAMA 'MENTORING Y APOYO A LA INTER-
NACIONALIZACIÓN DE LA PYME' DE LA CÁMARA OFICIAL DE COMERCIO, INDUSTRIA, SERVICIOS Y NAVEGACIÓN DE ESPAÑA.

BDNS (IDENTIF.): 721240 F. PUBLICACIÓN: 18/10/2023

PRIMERA CONVOCATORIA PARA LA SELECCIÓN DE PROYECTOS DE FORMACIÓN PARA EL EMPLEO PROMOVIDOS POR ENTIDA-
DES LOCALES, PARA SU FINANCIACIÓN MEDIANTE EL PROGRAMA DE EMPLEO, EDUCACIÓN, FORMACIÓN Y ECONOMÍA SOCIAL, 
DEL FONDO SOCIAL EUROPEO PLUS (FSE+), DEL PERIODO DE PROGRAMACIÓN 2021- 2027. 

BDNS (IDENTIF.): 721850 F. PUBLICACIÓN: 19/10/2023

MODIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE 20 DE JULIO DE 2023, DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE E.P.E. INSTITUTO PARA LA 
DIVERSIFICACIÓN Y AHORRO DE LA ENERGÍA (IDAE), M.P. POR LA QUE SE APRUEBA LA CONVOCATORIA DE AYUDAS A PROYEC-
TOS INNOVADORES DE ALMACENAMIENTO ELÉCTRICO INDEPENDIENTE Y TÉRMICO FINANCIADO POR LA UNIÓN EUROPEA-NE-
XTGENERATIONEU. 

BDNS (IDENTIF.): 709524 F. PUBLICACIÓN: 19/10/2023

MODIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE 20 DE JULIO DE 2023, DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN POR LA QUE SE APRUEBA LA 
CONVOCATORIA DE AYUDAS PARA PROYECTOS INNOVADORES DE ALMACENAMIENTO MEDIANTE BOMBEO REVERSIBLE EN EL 
MARCO DEL PRTR - FINANCIADO POR LA UNIÓN EUROPEA - NEXT GENERATIONEU.

BDNS (IDENTIF.): 709527 F. PUBLICACIÓN: 19/10/2023

CONVOCATORIA DE SUBVENCIONES, CORRESPONDIENTES AL AÑO 2023, PARA LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES EN EL MAR-
CO DEL PLAN DIRECTOR DE LA COOPERACIÓN ESPAÑOLA A FUNDACIONES Y ASOCIACIONES DEPENDIENTES DE PARTIDOS 
POLÍTICOS CON REPRESENTACIÓN PARLAMENTARIA EN EL ÁMBITO ESTATAL.

BDNS (IDENTIF.): 722313 F. PUBLICACIÓN: 21/10/2023

CONVOCATORIA PARA LA CONCESIÓN DE AYUDAS DIRIGIDAS A IMPULSAR LA INNOVACIÓN ABIERTA A TRAVÉS DE LA INICIA-
TIVA «ACTIVA STARTUPS» EN LAS ISLAS BALEARES, EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESI-
LIENCIA. 

BDNS (IDENTIF.): 722788 F. PUBLICACIÓN: 24/10/2023

CONVOCATORIA DE AYUDAS PARA EL FOMENTO DE LA ACTIVIDAD DIVULGADORA DE LA DIVERSIDAD CULTURAL DESARRO-
LLADA POR LAS SALAS DE EXHIBICIÓN CINEMATOGRÁFICA PARA EL AÑO 2023. 

BDNS (IDENTIF.): 724000 F. PUBLICACIÓN: 31/10/2023
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Mediante el Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el 
que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de respuesta 
a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de 
Ucrania, se publicaron los nuevos permisos para cuidar a hijos y 
familiares enfermos y para conciliar. Estas medidas entraron en 
vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado», es decir, desde el 30 de junio de 2023.

Mediante diversas modificaciones del Estatuto de los Traba-
jadores se implantan las siguientes medidas (en rojo marcamos 
la novedad):

1. Nuevo permiso parental para el 
cuidado de hijo (o menor acogido 
por tiempo superior a un año)

Se introduce un nuevo artículo 48 bis del ET, con la siguiente 
redacción:

«1. Las personas trabajadoras tendrán derecho a un per-
miso parental, para el cuidado de hijo, hija o menor acogido 
por tiempo superior a un año, hasta el momento en que el 
menor cumpla ocho años.

Este permiso, que tendrá una duración no superior a 
ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse 
a tiempo completo, o en régimen de jornada a tiempo par-
cial conforme a lo establecido reglamentariamente.

2. Este permiso constituye un derecho individual de las 
personas trabajadoras, hombres o mujeres, sin que pueda 
transferirse su ejercicio.

Corresponderá a la persona trabajadora especificar la 
fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de los perío-
dos de disfrute, debiendo comunicarlo a la empresa con 
una antelación de diez días o la concretada por los conve-
nios colectivos, salvo fuerza mayor, teniendo en cuenta la 
situación de aquella y las necesidades organizativas de la 
empresa.

En caso de que dos o más personas trabajadoras gene-
rasen este derecho por el mismo sujeto causante o en otros 
supuestos definidos por los convenios colectivos en los 
que el disfrute del permiso parental en el período solicitado 
altere seriamente el correcto funcionamiento de la empresa, 
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cilio, y que por razones de edad, accidente o enfermedad 
no puedan valerse por sí mismos, debiendo justificar las 
circunstancias en las que fundamenta su petición.

En la negociación colectiva se podrán establecer, con 
respeto a lo dispuesto en este apartado, los términos de 
su ejercicio, que se acomodarán a criterios y sistemas que 
garanticen la ausencia de discriminación, tanto directa 
como indirecta, entre personas trabajadoras de uno y otro 
sexo. En su ausencia, la empresa, ante la solicitud de la 
persona trabajadora, abrirá un proceso de negociación con 
esta que tendrá que desarrollarse con la máxima celeri-
dad y, en todo caso, durante un periodo máximo de quince 
días, presumiéndose su concesión si no concurre oposición 
motivada expresa en este plazo.

Finalizado el proceso de negociación, la empresa, por 
escrito, comunicará la aceptación de la petición. En caso 
contrario, planteará una propuesta alternativa que posibi-
lite las necesidades de conciliación de la persona trabaja-
dora o bien manifestará la negativa a su ejercicio. Cuando 
se plantee una propuesta alternativa o se deniegue la peti-
ción, se motivarán las razones objetivas en las que se sus-
tenta la decisión.

La persona trabajadora tendrá derecho a regresar a la 
situación anterior a la adaptación una vez concluido el 
período acordado o previsto o cuando decaigan las causas 
que motivaron la solicitud.

En el resto de los supuestos, de concurrir un cambio de 
circunstancias que así lo justifique, la empresa sólo podrá 
denegar el regreso solicitado cuando existan razones obje-
tivas motivadas para ello.

Lo dispuesto en los párrafos anteriores se entiende, en 
todo caso, sin perjuicio de los permisos a los que tenga 
derecho la persona trabajadora de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 37 y 48 bis.

Las discrepancias surgidas entre la dirección de la 
empresa y la persona trabajadora serán resueltas por la 
jurisdicción social, a través del procedimiento establecido 
en el artículo 139 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, regu-
ladora de la jurisdicción social».

3. Nuevos permisos y ampliación 
de algunos de los existentes

Se modifica el párrafo introductorio, y las letras a) y b) y se 
añade una nueva letra b bis) en el apartado 3 del artículo 37 del 
ET, que quedan redactados como sigue:

«3. La persona trabajadora, previo aviso y justificación, 
podrá ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, 
por alguno de los motivos y por el tiempo siguiente:

a) Quince días naturales en caso de matrimonio o regis-
tro de pareja de hecho.

b) Cinco días por accidente o enfermedad graves, hospi-
talización o intervención quirúrgica sin hospitalización que 
precise reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho 
o parientes hasta el segundo grado por consanguineidad 
o afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja 
a de hecho, así como de cualquier otra persona distinta de 
las anteriores, que conviva con la persona trabajadora en 
el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de 
aquella.

b bis) Dos días por el fallecimiento del cónyuge, pareja 
de hecho o parientes hasta el segundo grado de consan-
guinidad o afinidad. Cuando con tal motivo la persona tra-
bajadora necesite hacer un desplazamiento al efecto, el 
plazo se ampliará en dos días».

ésta podrá aplazar la concesión del permiso por un período 
razonable, justificándolo por escrito y después de haber 
ofrecido una alternativa de disfrute igual de flexible».

A TENER EN CUENTA
- En consonancia se introduce una nueva letra o) en 

el artículo 45.1 del ET, regulando el disfrute del permiso 
parental como cauda de suspensión del contrato de 
trabajo.

- A pesar de que la Directiva 2019/1158 de 20 de junio 
(conciliación de vida familiar y profesional de progenitores 
y cuidadores) —de cuya transposición nace este permiso— 
establece que el permiso parental ha de ser retribuido, ese 
aspecto de la norma no es de aplicación obligatoria hasta 
el 2 de agosto de 2024. Dado que el permiso parental 
entrará en vigor sin desarrollo reglamentario hemos de 
entender que con posterioridad se establecerá un periodo 
transitorio de forma gradual hasta alcanzar su remunera-
ción efectiva.

CUESTIÓN

¿Cómo actuará la empresa si una persona trabaja-
dora solicita el permiso parental antes de su desarrollo 
reglamentario?

Ante la ausencia de desarrollo reglamentario actual, 
y hasta que se concreten las características básicas del 
permiso, lo más probable es que las empresas opten 
por tratarlo como un permiso o licencia no remunerado 
o una suspensión de contrato sin retribución. El futuro 
reglamento deberá fijar efectos retroactivos sobre estos 
aspectos o periodos temporales a partir de los cuales este 
permiso sea retribuido (por mandato europeo debería 
serlo a partir del 02/08/2024).

2. Se amplía el derecho a la 
adaptación de la jornada de las 
personas con dependientes a cargo

Se modifica el apartado 8 del artículo 34 del ET, que tendrá la 
siguiente redacción:

«8. Las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar 
las adaptaciones de la duración y distribución de la jornada 
de trabajo, en la ordenación del tiempo de trabajo y en la 
forma de prestación, incluida la prestación de su trabajo a 
distancia, para hacer efectivo su derecho a la conciliación 
de la vida familiar y laboral. Dichas adaptaciones deberán 
ser razonables y proporcionadas en relación con las nece-
sidades de la persona trabajadora y con las necesidades 
organizativas o productivas de la empresa.

En el caso de que tengan hijos o hijas, las personas tra-
bajadoras tienen derecho a efectuar dicha solicitud hasta 
que los hijos o hijas cumplan doce años.

Asimismo, tendrán ese derecho aquellas que tengan 
necesidades de cuidado respecto de los hijos e hijas mayo-
res de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares 
por consanguinidad hasta el segundo grado de la persona 
trabajadora, así como de otras personas dependientes 
cuando, en este último caso, convivan en el mismo domi-
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4. Derecho a la adaptación de 
jornada para quienes precisen 
encargarse del cuidado directo de 
un familiar hasta el segundo grado 
de consanguinidad del cónyuge o 
pareja de hecho, incluido el familiar 
consanguíneo de la pareja de 
hecho, siempre que no existieran 
familiares por consanguineidad 
directa hasta el segundo grado

Se modifica el apartado 6 del artículo 37 del ET, que tendrá la 
siguiente redacción:

«6. Quien por razones de guarda legal tenga a su cuidado 
directo algún menor de doce años o una persona con disca-
pacidad que no desempeñe una actividad retribuida tendrá 
derecho a una reducción de la jornada de trabajo diaria, con 
la disminución proporcional del salario entre, al menos, un 
octavo y un máximo de la mitad de la duración de aquella.

Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del 
cuidado directo del cónyuge o pareja de hecho, o un fami-
liar hasta el segundo grado de consanguinidad y afinidad, 
incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, 
que por razones de edad, accidente o enfermedad no 
pueda valerse por sí mismo, y que no desempeñe actividad 
retribuida.

El progenitor, guardador con fines de adopción o aco-
gedor permanente tendrá derecho a una reducción de la 
jornada de trabajo, con la disminución proporcional del 
salario de, al menos, la mitad de la duración de aquella, 
para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento 
continuado, del menor a su cargo afectado por cáncer 
(tumores malignos, melanomas y carcinomas), o por cual-
quier otra enfermedad grave, que implique un ingreso hos-
pitalario de larga duración y requiera la necesidad de su 
cuidado directo, continuo y permanente, acreditado por el 
informe del servicio público de salud u órgano administra-
tivo sanitario de la comunidad autónoma correspondiente 
y, como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere 
sido objeto de acogimiento permanente o de guarda con 
fines de adopción cumpla los veintitrés años.

En consecuencia, el mero cumplimiento de los diecio-
cho años de edad por el hijo o el menor sujeto a acogi-
miento permanente o a guarda con fines de adopción no 
será causa de extinción de la reducción de la jornada, si 
se mantiene la necesidad de cuidado directo, continuo y 
permanente.

No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer 
el derecho a la reducción de jornada hasta que el causante 
cumpla 23 años en los supuestos en que el padecimiento 
de cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado 
antes de alcanzar la mayoría de edad, siempre que en el 
momento de la solicitud se acrediten los requisitos esta-
blecidos en los párrafos anteriores, salvo la edad.

Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción 
hasta que la persona cumpla 26 años si antes de alcan-
zar 23 años acreditara, además, un grado de discapacidad 
igual o superior al 65 por ciento.

Por convenio colectivo, se podrán establecer las condi-
ciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se 
podrá acumular en jornadas completas.

En los supuestos de nulidad, separación, divorcio, extin-
ción de la pareja de hecho o cuando se acredite ser víc-
tima de violencia de género, el derecho a la reducción de 
jornada se reconocerá a favor del progenitor, guardador o 
acogedor con quien conviva la persona enferma, siempre 
que cumpla el resto de los requisitos exigidos.

Cuando la persona enferma que se encuentre en los 
supuestos previstos en los párrafos tercero y cuarto de 
este apartado contraiga matrimonio o constituya una 
pareja de hecho, tendrá derecho a la reducción de jornada 
quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre que acre-
dite las condiciones para acceder al derecho a la misma.

Las reducciones de jornada contempladas en este apar-
tado constituyen un derecho individual de los trabajado-
res, hombres o mujeres. No obstante, si dos o más traba-
jadores de la misma empresa generasen este derecho por 
el mismo sujeto causante, el empresario podrá limitar su 
ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de 
funcionamiento de la empresa, debidamente motivadas 
por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan 
alternativo que asegure el disfrute de ambas personas tra-
bajadoras y que posibilite el ejercicio de los derechos de 
conciliación.

En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el 
fomento de la corresponsabilidad entre mujeres y hombres 
y, asimismo, evitar la perpetuación de roles y estereotipos 
de género».

5. En caso de negativa 
empresarial a la acumulación 
de las horas de lactancia será 
necesario justificarlo por escrito 
y ofrecer un plan alternativo

Se modifica el apartado 4 del artículo 37 del ET, que tendrá la 
siguiente redacción:

«4. En los supuestos de nacimiento, adopción, guarda 
con fines de adopción o acogimiento, de acuerdo con el 
artículo 45.1.d), las personas trabajadoras tendrán derecho 
a una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en 
dos fracciones, para el cuidado del lactante hasta que este 
cumpla nueve meses. La duración del permiso se incre-
mentará proporcionalmente en los casos de nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento 
múltiples.

Quien ejerza este derecho, por su voluntad, podrá susti-
tuirlo por una reducción de su jornada en media hora con 
la misma finalidad o acumularlo en jornadas completas 
en los términos previstos en la negociación colectiva o en 
el acuerdo a que llegue con la empresa respetando, en su 
caso, lo establecido en aquella.

La reducción de jornada contemplada en este apartado 
constituye un derecho individual de las personas traba-
jadoras sin que pueda transferirse su ejercicio a la otra 
persona progenitora, adoptante, guardadora o acogedora. 
No obstante, si dos personas trabajadoras de la misma 
empresa ejercen este derecho por el mismo sujeto cau-
sante, podrá limitarse su ejercicio simultáneo por razones 
fundadas y objetivas de funcionamiento de la empresa, 
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debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso 
la empresa ofrecer un plan alternativo que asegure el dis-
frute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el 
ejercicio de los derechos de conciliación.

Cuando ambas personas progenitoras, adoptantes, 
guardadoras o acogedoras ejerzan este derecho con la 
misma duración y régimen, el periodo de disfrute podrá 
extenderse hasta que el lactante cumpla doce meses, 
con reducción proporcional del salario a partir del cumpli-
miento de los nueve meses».

6. Nuevo derecho a ausentarse del 
trabajo por causa de fuerza mayor 
cuando sea necesario por motivos 
familiares urgentes e imprevisibles, 
en caso de enfermedad o accidente 
que hagan indispensable 
su presencia inmediata

Se introduce un nuevo apartado 9 em el artículo 37 del ET, 
que quedan redactados como sigue:

«9. La persona trabajadora tendrá derecho a ausentarse 
del trabajo por causa de fuerza mayor cuando sea necesario 
por motivos familiares urgentes relacionados con familiares 
o personas convivientes, en caso de enfermedad o accidente 
que hagan indispensable su presencia inmediata.

Las personas trabajadoras tendrán derecho a que sean 
retribuidas las horas de ausencia por las causas previstas en 
el presente apartado equivalentes a cuatro días al año, con-
forme a lo establecido en convenio colectivo o, en su defecto, 
en acuerdo entre la empresa y la representación legal de las 
personas trabajadoras aportando las personas trabajado-
ras, en su caso, acreditación del motivo de ausencia».

7. Se amplía la posibilidad de 
excedencia a parejas de hecho 

Se modifica el apartado 3 del artículo 46 del ET, que queda 
redactado como sigue:

«3.  Los trabajadores tendrán derecho a un periodo de 
excedencia de duración no superior a tres años para aten-
der al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por natu-
raleza, como por adopción, o en los supuestos de guarda 
con fines de adopción o acogimiento permanente, a contar 
desde la fecha de nacimiento o, en su caso, de la resolución 
judicial o administrativa.

También tendrán derecho a un periodo de excedencia, 
de duración no superior a dos años, salvo que se esta-
blezca una duración mayor por negociación colectiva, los 
trabajadores para atender al cuidado del cónyuge o pareja 
de hecho, o de un familiar hasta el segundo grado de con-
sanguinidad y por afinidad, incluido el familiar consanguí-
neo de la pareja de hecho, que por razones de edad, acci-
dente, enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí 
mismo, y no desempeñe actividad retribuida.

La excedencia contemplada en el presente apartado, 
cuyo periodo de duración podrá disfrutarse de forma frac-
cionada, constituye un derecho individual de los trabaja-
dores y trabajadoras. No obstante, si dos o más personas 
trabajadoras de la misma empresa generasen este dere-
cho por el mismo sujeto causante, la empresa podrá limitar 
su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas 
de funcionamiento debidamente motivadas por escrito 
debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan alterna-
tivo que asegure el disfrute de ambas personas trabajado-
ras y que posibilite el ejercicio de los derechos de concilia-
ción. Cuando un nuevo sujeto causante diera derecho a un 
nuevo periodo de excedencia, el inicio de la misma dará fin 
al que, en su caso, se viniera disfrutando.

El periodo en que la persona trabajadora permanezca 
en situación de excedencia conforme a lo establecido en 
este artículo será computable a efectos de antigüedad y el 
trabajador tendrá derecho a la asistencia a cursos de for-
mación profesional, a cuya participación deberá ser con-
vocado por la empresa, especialmente con ocasión de su 
reincorporación. Durante el primer año tendrá derecho a la 
reserva de su puesto de trabajo. Transcurrido dicho plazo, 
la reserva quedará referida a un puesto de trabajo del 
mismo grupo profesional o categoría equivalente.

No obstante, cuando la persona trabajadora forme parte 
de una familia que tenga reconocida la condición de familia 
numerosa, la reserva de su puesto de trabajo se extenderá 
hasta un máximo de quince meses cuando se trate de una 
familia numerosa de categoría general, y hasta un máximo 
de dieciocho meses si se trata de categoría especial. Cuando 
la persona ejerza este derecho con la misma duración y régi-
men que el otro progenitor, la reserva de puesto de trabajo 
se extenderá hasta un máximo de dieciocho meses.

En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el 
fomento de la corresponsabilidad entre mujeres y hombres 
y, asimismo, evitar la perpetuación de roles y estereotipos 
de género».

8. El progenitor único podrá 
disfrutar de las ampliaciones 
completas de suspensión del 
contrato para el caso de familias 
con dos personas progenitoras en 
el supuesto de discapacidad del hijo 
o hija o en nacimientos múltiples

Se modifica el apartado 6 del artículo 48 del ET, que queda 
redactado como sigue:

«6. En el supuesto de discapacidad del hijo o hija en el 
nacimiento, adopción, en situación de guarda con fines de 
adopción o de acogimiento, la suspensión del contrato a 
que se refieren los apartados 4 y 5 tendrá una duración adi-
cional de dos semanas, una para cada una de las personas 
progenitoras. Igual ampliación procederá en el supuesto de 
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o aco-
gimiento múltiple por cada hijo o hija distinta del primero. 
En caso de haber una única persona progenitora, esta 
podrá disfrutar de las ampliaciones completas previstas en 
este apartado para el caso de familias con dos personas 
progenitoras».
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9. El trato desfavorable dispensado 
a mujeres u hombres por el ejercicio 
de sus derechos de conciliación 
o corresponsabilidad de la vida 
familiar y laboral será constitutivo 
de discriminación por razón de sexo

Se modifica la letra c) del artículo 4.2, del ET, que queda redac-
tada como sigue:

«c) A no ser discriminadas directa o indirectamente para 
el empleo o, una vez empleados, por razones de estado 
civil, edad dentro de los límites marcados por esta ley, 
origen racial o étnico, condición social, religión o conviccio-
nes, ideas políticas, orientación sexual, identidad sexual, 
expresión de género, características sexuales, afiliación o 
no a un sindicato, por razón de lengua dentro del Estado 
español, discapacidad, así como por razón de sexo, incluido 
el trato desfavorable dispensado a mujeres u hombres por 
el ejercicio de los derechos de conciliación o corresponsa-
bilidad de la vida familiar y laboral».

10. Nulidad de los despidos 
durante el ejercicio de los 
nuevos permisos y derechos
1. Se modifica el apartado 4 del artículo 53 del ET, que queda 

redactado como sigue:

«4. Cuando la decisión extintiva del empresario tuviera 
como móvil algunas de las causas de discriminación pro-
hibidas en la Constitución o en la ley o bien se hubiera 
producido con violación de derechos fundamentales y 
libertades públicas del trabajador, la decisión extintiva será 
nula, debiendo la autoridad judicial hacer tal declaración 
de oficio.

Será también nula la decisión extintiva en los siguientes 
supuestos:

a) El de las personas trabajadoras durante los perio-
dos de suspensión del contrato de trabajo por nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción, acogimiento, 
riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia 
natural, a que se refiere el artículo 45.1.d) y e), disfrute del 
permiso parental a que se refiere el artículo 48 bis, o por 
enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia 
natural, o cuando se notifique la decisión en una fecha 
tal que el plazo de preaviso concedido finalice dentro de 
dichos periodos.

b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha 
de inicio del embarazo hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a); el de las personas 
trabajadoras que hayan solicitado uno de los permisos a 
los que se refiere el artículo 37, apartados 3.b), 4, 5 y 6, o 
estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado o estén dis-
frutando de las adaptaciones de jornada previstas en el 
artículo 34.8 o la excedencia prevista en el artículo 46.3; y 
el de las trabajadoras víctimas de violencia de género por 
el ejercicio de su derecho a la tutela judicial efectiva o de 

los derechos reconocidos en esta ley para hacer efectiva 
su protección o su derecho a la asistencia social integral.

c) El de las personas trabajadoras después de haberse 
reintegrado al trabajo al finalizar los periodos de suspen-
sión del contrato por nacimiento, adopción, guarda con 
fines de adopción o acogimiento, a que se refiere el artí-
culo 45.1.d), siempre que no hubieran transcurrido más de 
doce meses desde la fecha del nacimiento, la adopción, la 
guarda con fines de adopción o el acogimiento.

Lo establecido en las letras anteriores será de aplica-
ción, salvo que, en esos casos, se declare la procedencia 
de la decisión extintiva por motivos no relacionados con 
el embarazo o con el ejercicio del derecho a los permisos 
y excedencia señalados. Para considerarse procedente 
deberá acreditarse suficientemente que la causa objetiva 
que sustenta el despido requiere concretamente la extin-
ción del contrato de la persona referida.

En el resto de los supuestos, la decisión extintiva se con-
siderará procedente cuando se acredite la concurrencia de 
la causa en que se fundamentó la decisión extintiva y se 
hubiesen cumplido los requisitos establecidos en el apar-
tado 1. En otro caso se considerará improcedente.

No obstante, la no concesión del preaviso o el error excu-
sable en el cálculo de la indemnización no determinará la 
improcedencia del despido, sin perjuicio de la obligación 
del empresario de abonar los salarios correspondientes a 
dicho periodo o al pago de la indemnización en la cuan-
tía correcta, con independencia de los demás efectos que 
procedan».

2. Se modifica el apartado 5 del artículo 55 del ET, que queda 
redactado como sigue:

«5. Será nulo el despido que tenga por móvil alguna de 
las causas de discriminación prohibidas en la Constitución 
Española o en la ley, o bien se produzca con violación de 
derechos fundamentales y libertades públicas de la per-
sona trabajadora.

Será también nulo el despido, en los siguientes supuestos:
a) El de las personas trabajadoras durante los perio-

dos de suspensión del contrato de trabajo por nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción, acogimiento, 
riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia 
natural a que se refiere el artículo 45.1.d) y e), disfrute del 
permiso parental a que se refiere el artículo 48 bis, o por 
enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia 
natural, o cuando se notifique la decisión en una fecha 
tal que el plazo de preaviso concedido finalice dentro de 
dichos periodos.

b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha 
de inicio del embarazo hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a); el de las personas 
trabajadoras que hayan solicitado uno de los permisos a 
los que se refiere el artículo 37, apartados 3.b), 4, 5 y 6, o 
estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado o estén dis-
frutando de las adaptaciones de jornada previstas en el 
artículo 34.8 o la excedencia prevista en el artículo 46.3; y 
el de las trabajadoras víctimas de violencia de género por 
el ejercicio de su derecho a la tutela judicial efectiva o de 
los derechos reconocidos en esta ley para hacer efectiva 
su protección o su derecho a la asistencia social integral.

c) El de las personas trabajadoras después de haberse 
reintegrado al trabajo al finalizar los periodos de suspen-
sión del contrato por nacimiento, adopción, guarda con 
fines de adopción o acogimiento, a que se refiere el artí-
culo 45.1.d), siempre que no hubieran transcurrido más de 
doce meses desde la fecha del nacimiento, la adopción, la 
guarda con fines de adopción o el acogimiento.
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Lo establecido en las letras anteriores será de aplica-
ción, salvo que, en esos casos, se declare la procedencia 
del despido por motivos no relacionados con el embarazo 
o con el ejercicio del derecho a los permisos y excedencia 
señalados».

11. Se amplía la protección en el 
cálculo de indemnizaciones en 
determinados supuestos de jornada 
reducida a los nuevos derechos

Se modifica la disposición adicional decimonovena, que 
queda redactada como sigue:

«Disposición adicional decimonovena. Cálculo de indem-
nizaciones en determinados supuestos de jornada reducida.

1. En los supuestos de reducción de jornada contempla-
dos en el artículo 37.4 en su párrafo final, así como en sus 
apartados 5, 6 y 8, el salario a tener en cuenta a efectos 
del cálculo de las indemnizaciones previstas en esta ley 
será el que hubiera correspondido a la persona trabajadora 
sin considerar la reducción de jornada efectuada, siempre 
y cuando no hubiera transcurrido el plazo máximo legal-
mente establecido para dicha reducción.

2. Igualmente, será de aplicación lo dispuesto en el 
párrafo anterior en los supuestos de ejercicio a tiempo 
parcial de los derechos según lo establecido en el séptimo 
párrafo del artículo 48.4, en el segundo párrafo del artículo 
48.5 y en el artículo 48 bis».
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EL CGPJ Y EL TC REHENES DE LOS PODERES EJECUTIVO Y LEGISLATIVO Y DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

El Consejo General del Poder Judicial, órgano de gobierno 
de los jueces aunque sin funciones jurisdiccionales, tendría 
que haberse renovado en diciembre de 2018. Según la actual 
normativa, corresponde a cada cámara legislativa (Congreso 
y Senado), y por tanto al conjunto de diputados y senadores, 
la efectiva elección de diez vocales del CGPJ por una mayoría 
de 3/5 de los miembros de cada una de las cámaras. Pero no 
se ha renovado porque, en la práctica real, dicha elección se 
realiza únicamente por acuerdo entre el partido político que 
gobierna y el principal partido de la oposición, mediante un 
reparto de las vocalías entre sus respectivos afines, y dicho 
acuerdo, debido a las continuas y cada vez más beligerantes 
confrontaciones de nuestros políticos, no se ha conseguido 
alcanzar en estos últimos cinco años.

En contra de las actuales previsiones legales, las negocia-
ciones para dicha elección se han venido realizando por los rep-
resentantes de dos partidos políticos (PSOE y PP) al margen de 
los grupos parlamentarios y de las Cortes Generales, quienes, 
por cierto, ninguna actuación han realizado para proceder a la 
renovación del CGPJ, lo que demuestra el control partitocrático 
del actual sistema y afecta a la apariencia de independencia 
judicial y a la confianza de los ciudadanos en la justicia.

Numerosas recomendaciones emitidas por parte del Con-
sejo de Europa, concretamente desde el Grupo de Estados 
Contra la Corrupción (GRECO) en informes de julio de 2016, 8 
de diciembre de 2017 y 21 de junio de 2019 y en los publicados el 
3 de junio de 2020, 30 de septiembre de 2021 y 5 de diciembre 
de 2022, instan a España a modificar el sistema de elección de 
doce de los veinte vocales del CGPJ, para que las autoridades 
políticas no intervengan en ninguna fase de su nombramiento.

Asimismo, en el informe de la Comisión Europea sobre el 
Estado de derecho en 2021, sobre la situación en España, se 
hace referencia a la preocupación por la falta de renovación del 
CGPJ y a que deben tenerse en cuenta las normas europeas que 
establecen que al menos la mitad de los miembros del CGPJ han 
de ser jueces nombrados por sus homólogos de todos los nive-
les del Poder Judicial. En los informes sobre el Estado de dere-
cho en 2022 y 2023, la Comisión Europea recomienda proceder 
a la renovación del CGPJ con carácter prioritario e iniciar, inme-
diatamente después de la renovación, un proceso con vistas a 
adecuar el nombramiento de sus jueces-miembros teniendo en 
cuenta las normas europeas.

Tales recomendaciones no se han cumplido. Pero tales incum-
plimientos pueden tener, como ha ocurrido con otros países euro-
peos, importantes consecuencias, no solo jurídicas sino también 
incluso económicas, limitando el acceso a fondos europeos. 

A este respecto, cabe destacar pronunciamientos del TJUE 
en los diferentes procedimientos por infracción contra Polonia 
(sentencia de 24 de junio de 2019, Comisión/Polonia, C-619/18, 
apartado 58; sentencia de 19 de noviembre de 2019, asuntos 
acumulados C-585/18, C-624/18 y C-625/18; y sentencia de 2 
de marzo de 2021, C-824/18) así como las sentencias del TEDH 
de 22 de julio 2021 (Reczkowicz), 8 de noviembre 2021 (Dolińs-
ka-Ficek and Ozimek) y 3 de febrero de 2022 (Advance Pharma), 
que declaran vulnerado el derecho de distintos ciudadanos 
polacos a que sus asuntos sean examinados por un tribunal 
independiente e imparcial (art. 6 del CEDH), al haber sido resuel-
tos por un tribunal —el Tribunal Supremo de Polonia— cuyos 
miembros habían sido total o parcialmente designados por un 

consejo de la magistratura cuyos miembros judiciales, a su vez, 
habían sido elegidos por el Parlamento.

Atendiendo a los estándares europeos en materia de inde-
pendencia judicial —que han sido reiterados en los referidos 
Informes sobre Estado de Derecho publicados por la Comisión 
Europea y por GRECO— y también al espíritu y la voluntad del 
constituyente español —pues no hay que olvidar el tenor del 
art. 122.3 de la CE y la sentencia del Tribunal Constitucional n.º 
108/1986 de 29 de julio— procede reformar el sistema vigente 
de elección de los doce vocales judiciales del CGPJ para que 
sean elegidos por los propios jueces y magistrados en servi-
cio activo mediante voto personal, directo y secreto, sin inter-
vención de los partidos políticos.

No obstante, en contra de lo recomendado en los informes 
sobre Estado de derecho de 2022 y 2023 de la Comisión Euro-
pea, dicha reforma no puede ser posterior ni paralela a la reno-
vación del CGPJ conforme al vigente sistema de elección, sino 
que debe ser previa y procederse a la renovación conforme al 
nuevo sistema de elección, pues, de producirse la renovación 
conforme al actual sistema de elección, seguiría quedando 
viciada y siendo contraria a los estándares europeos sobre 
independencia judicial, con las consecuencias jurídicas que ello 
tendría. Además, hay que tener en cuenta que no es posible la 
renovación del CGPJ con el sistema actual continuando con el 
proceso iniciado en 2018 (los candidatos que se presentaron 
hace más de cinco años) pues, al disolverse el Congreso en 
2019, el proceso caducó y debería iniciarse un nuevo proceso 
de proclamación de candidatos con la apertura de un plazo para 
la presentación de candidaturas, a fin de que en la designación 
de los vocales del turno judicial puedan tenerse en cuenta las 
actuales circunstancias de la carrera judicial y puedan participar 
en dicho proceso los jueces de las últimas promociones que se 
han incorporado a la carrera en estos últimos años, además de 
todos los jueces y magistrados que así lo deseen.

Lamentablemente, resulta paradójico que, a pesar de 
acometerse dos reformas exprés de la LOPJ para limitar las 
facultades del CGPJ con mandato prorrogado (por LO 4/2021 
de 29 de marzo) y para que pudiera nombrar a dos magistrados 
del TC (por LO 8/2022, de 27 de julio), en cambio, no exista la 
misma determinación y voluntad política para acometer dicha 
reforma del sistema de elección de los doce vocales del CGPJ 
del turno judicial para eliminar cualquier injerencia o influencia 
en ella por los partidos políticos.

Lo cierto es que el CGPJ se ha convertido en rehén del Poder 
Ejecutivo, del Poder Legislativo y de los partidos políticos. Está a 
merced de lo que todos ellos decidan sobre su renovación o no 
y sobre las funciones que puede o no ejercer en cada momento, 
siendo máximos los intentos por influir políticamente en la 
designación de vocales del CGPJ, incluso promoviendo refor-
mas legislativas a fin de reducir las mayorías necesarias para 
ello (aunque no han llegado a aprobarse tras las llamadas de 
atención de la Comisión Europea) o, como se aprobó por Ley 
Orgánica 4/2021 de 29 de marzo, de limitar sus funciones 
cuando se encuentra con mandato prorrogado, impidiendo que 
se puedan realizar nombramientos de altos cargos judiciales 
(como de los magistrados que resuelvan procedimientos que se 
insten contra aforados), que parece ser lo que más interesa a los 
que aprobaron dicha reforma, lo que refleja el verdadero y limi-
tado interés que despierta el CGPJ en algunos partidos políticos. 
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EL CGPJ Y EL TC REHENES DE LOS PODERES EJECUTIVO Y LEGISLATIVO Y DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

En el día a día, la actual situación de interinidad del CGPJ, 
a pesar de ser excepcional y una situación irregular, lo cierto 
es que no afectaría si no fuera por la limitación de funciones 
que se aprobó por dicha LO 4/2021, de 29 marzo de 2021, que 
impide el nombramiento de cargos judiciales y por tanto que 
se estén cubriendo plazas vacantes, llevando a salas y tribuna-
les desbordados y colapsados al no contar con plazas cubier-
tas y no poder asumir el trabajo existente, lo que lleva a mayor 
retraso en la resolución de asuntos.

Dicha LO se aprobó por el procedimiento de urgencia en 
apenas tres meses, habilitándose un período parlamentario 
habitualmente inhábil y sin contar con los informes del propio 
CGPJ (que lo solicitó y se le denegó) ni de la Comisión de Vene-
cia, en contra de las propias recomendaciones que se han ido 
realizando por distintos representantes e instituciones euro-
peas (como el Comisario de Justicia Didier Reynders, Comisión 
de Venecia y GRECO y recomendaciones de la Comisión Euro-
pea 2017/1520 y 2018/103) para poder llevar a cabo cualquier 
reforma del poder judicial.

Paradójicamente, los recursos de inconstitucionalidad inter-
puestos hace casi dos años contra dicha LO 4/2021 se encuen-
tran pendientes de resolución por el Tribunal Constitucional, 
órgano también fuertemente politizado, pues sus 12 miembros 
son designados por las Cortes Generales, por el Gobierno y por 
el CGPJ (recordemos, elegido formalmente por aquéllas, aunque 
de hecho por el Gobierno y el principal partido de la oposición).

El problema del control político del CGPJ se agrava porque 
también son máximos los intentos por influir políticamente en 
la designación de miembros del TC.

Precisamente, las prisas en la reciente renovación del TC 
realizada a finales de diciembre de 2022, recayendo dos de 
los cuatro nuevos nombramientos en personas estrechamente 
vinculadas con el Gobierno que los designó (un exministro de 
justicia y una exalto cargo del ministerio de la presidencia) y 
los otros dos nombramientos en dos magistrados designados 
por el CGPJ tras fuertes presiones y continuos bloqueos que 
influyeron en la designación final realizada, y la decisión del 
nuevo presidente del TC, el candidato públicamente preferido 
por el Gobierno de Pedro Sánchez y que fue fiscal general del 
Estado con un Gobierno del mismo signo, de resolver ciertos 
asuntos que estaban pendientes en el TC desde hace muchos 
años, de importante calado ideológico, auguran la pretensión 
del Gobierno de Pedro Sánchez de obtener pronunciamientos 
del TC favorables a sus intereses y los de su ideología. Así se ha 
visto en recientes decisiones del TC en las que ha desestimado 
los recursos planteados por el Partido Popular y/o Vox contra la 
ley de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria 
del embarazo, la denominada ley Celaá (de educación) y la ley 
reguladora de la eutanasia. 

Es evidente la falta de contrapesos que supone que dicho 
Tribunal Constitucional, politizado decida sobre la constitucio-
nalidad o no de las normas aprobadas por el Gobierno y con-
validadas por las Cortes en las que el Ejecutivo tiene mayoría 
o aprobadas directamente por éstas, y que lo haga una vez 
producidos todos los efectos de las normas cuya validez se 
estudia, dada la tardanza con la que suele pronunciarse, como 
ocurrió con la resolución contra las normas relacionadas con 
los estados de alarma durante la pandemia COVID´19.

Por ello, hay que tener en cuenta que, aunque el TC no se 
integre formalmente en el Poder Judicial, las exigencias de 

imparcialidad e independencia del mismo son equivalentes, por 
lo que sus resoluciones serían susceptibles de recursos ante el 
TEDH, por la falta de independencia del legislativo y ejecutivo. 
A este respecto, el TEDH (en sentencia de 7 de mayo de 2021, 
asunto 4907/18, Xero Flor) ha declarado aplicable la garantía a 
un tribunal independiente e imparcial del artículo 6 del CEDH a 
los tribunales constitucionales nacionales.

Todo lo descrito constituye un ataque a la separación de 
poderes, al pretender el control gubernamental del máximo 
intérprete de la Constitución y, lamentablemente, forma parte 
de una campaña más amplia de ataque al sistema institucional 
actual, con absoluto desprecio a principios básicos del Estado 
de derecho y a la normativa y jurisprudencia europeas, para 
lograr el sometimiento de la Justicia a la política, para evitar 
los necesarios controles a la actuación de los poderes Ejecu-
tivo y Legislativo y para acabar con el sistema de contrapesos 
democráticos.

No es de recibo que las renovaciones de órganos consti-
tucionales como el TC y el CGPJ dependan de quien obtenga la 
mayoría parlamentaria o esté en el Gobierno en cada momento, 
ni que se considere que dichos órganos deban representar a 
las mayorías parlamentarias o ser expresión de la pluralidad de 
fuerzas políticas con representación en las cámaras legislati-
vas, pues se trata de órganos que deben ser independientes del 
Poder Ejecutivo y del Legislativo, a fin de que puedan cumplir 
sus funciones con autonomía, imparcialidad e independencia y 
que quede garantizada en España la separación de poderes y el 
Estado de derecho.

Si no se cumplen las normas europeas sobre Estado de dere-
cho y separación de poderes, uno de los valores en que se fun-
damenta la Unión Europea y que deben cumplir sus Estados 
miembros, según los artículos 2 y 7 del TUE, podemos empezar 
a encontrarnos de manera inminente con decisiones del TJUE y 
del TEDH que coloquen a la justicia española en una situación 
insostenible, cuestionando la legitimidad de dichos órganos 
politizados y sus resoluciones.

Por todo ello, debe reformarse el sistema de elección de 
los vocales del CGPJ y de los miembros del TC para impedir su 
reparto por los partidos políticos. Hay mucho en juego.
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ADMINISTRATIVO

COMPETENCIA SANCIONADORA

Confirmada la sanción impuesta al Banco de Santander por la 
CNMV con motivo del mal funcionamiento de su servicio de 
atención al cliente

Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 703/2023, de 25 de mayo

La Sala considera competente a la CNMV para sancionar la 
infracción con base en los arts. 84.2.b) de la antigua LMV y 145.1.e) 
TRLMV, desechando también la tesis de que la competencia sancio-
nadora corresponda al Banco de España por tratarse de una cues-
tión de organización interna, pues en palabras del TS:

«(...) lo que es objeto de reproche en la resolución sancio-
nadora, (...) supone un incumplimiento de los deberes que le 
impone el artículo 29.1 de la Ley 44/2002 (...) y tal incumpli-
miento implica (...) mal funcionamiento del departamento o 
servicio de atención al cliente, con independencia de cuales-
quiera exigencias de tipo organizativo, tales como la insufi-
ciencia de personal del servicio de atención al cliente, su defi-
ciente formación, la inadecuada separación de los restantes 
servicios de la entidad de crédito u otro tipo de cuestiones de 
organización interna, que no fueron examinadas ni imputadas 
en el expediente sancionador».

ERROR JUDICIAL

El Tribunal Supremo se pronuncia sobre el dies a quo de la acción 
de reconocimiento de error judicial ex art. 293.1.a) LOPJ

Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 961/2023, de 12 de julio

Pese a que la demandante aduce presentar la demanda de revi-
sión dentro del plazo de tres meses establecido ex art. 512 LEC, 
entendiendo como dies a quo el día en que se notificó la senten-
cia, el Alto Tribunal considera la interposición como extemporánea 
argumentando que:

«(...) el error que se denuncia a través de esta acción tiene 
que resultar de los trámites y pruebas practicados en el pro-
ceso que desembocó en esa resolución.

(...) Por tanto, una vez afirmado que el error tiene que deter-
minarse únicamente en función del examen y valoración de 
las actuaciones practicadas en el procedimiento que culminó 
con la sentencia a la que dicho error se imputa, es claro que el 
plazo tan citado de tres meses debe computarse a partir de la 
firmeza de la resolución judicial que se tiene por errónea; y no 
a partir de hechos posteriores y extrínsecos».

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO LEGISLADOR

Desestimada la reclamación formulada frente al Estado por 
perjuicio patrimonial a los titulares de licencias nacionales VTC 
derivado de la entrada en vigor de la modificación del art. 91 de 
la LOTT
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 1010/2023, de 17 de julio

El TS desestima la pretensión de indemnización de la empresa 
recurrente, fundada en el carácter expropiatorio del RD-ley 13/2018, 
de 28 de septiembre. En virtud de la modificación, las autorizacio-
nes nacionales de arrendamiento de VTC pasarán a operar sólo 
en ámbito interurbano (con un régimen transitorio de cuatro años, 
prorrogable bajo determinadas circunstancias, en los que se podrá 
seguir prestando servicio en área urbana) mientras que la autori-
zación para operar en zonas urbanas pasará a ser gestionada por 
cada CA.

Según la reclamante, el perjuicio económico causado debe ser 
reparado con base en la responsabilidad patrimonial del Estado 
legislador, a lo que el Alto Tribunal responde que tal responsabili-
dad no es exigible, por tratarse de un cambio no repentino:

«En nuestro caso, el Real Decreto-ley 13/2018, no realiza 
ninguna quiebra inesperada o cambio brusco, pues precisa-
mente para evitarlo, para evitar un vacío legal, dar tiempo a 
las Comunidades Autónomas para que adapten sus legis-
laciones y no causar tampoco perjuicios a los usuarios, 
contiene, como garantía de seguridad jurídica, todo un régi-
men transitorio que permite prorrogar durante cuatro años, 
ampliables en determinadas circunstancias, la autorización 
estatal que permitía prestar servicio de transporte de arren-
damiento de vehículos con conductor también en el ámbito 
urbano. No cabe, por tanto, entender que concurra el presu-
puesto mismo al que alude la jurisprudencia que se invoca».

Asimismo, la Sala señala que no cabe reparación del perjuicio 
esgrimido por tratarse de un daño futuro e incierto.

NULIDAD ART. 162.2.E) RLOEX

Se declara la nulidad de pleno derecho del art. 162.2.e) RLOEX, 
que extingue la autorización de residencia temporal en España 
tras una ausencia de seis meses
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 731/2023, de 5 de junio

El TS anula la sentencia dictada por el TSJ de Cataluña que 
extinguía, con base en el art. 162.2.e) del RLOEX la autorización de 
residencia de una mujer extranjera por ausentarse de España por 
más de seis meses en un año, para someterse a una intervención 
quirúrgica en Turquía. Asimismo, el Alto Tribunal declara la nulidad 
del citado precepto por limitar el derecho fundamental a la libre cir-
culación de las personas extranjeras en España, toda vez que, en 
nuestro ordenamiento, la limitación de derechos fundamentales se 
halla sujeta a reserva de ley orgánica. Precisamente, lejos de limitar 
este derecho, la LOEX se hace eco de lo establecido en la Constitu-
ción, y en palabras de la Sala:

«(...) se pueda limitar el ejercicio del derecho fundamental 
de libre circulación de los extranjeros con residencia tempo-
ral en España, mediante la extinción de su autorización por 
la ausencia del territorio nacional durante un determinado 
periodo de tiempo, pero dicha limitación ha de realizarse 
mediante ley orgánica, es decir, en la LOEX».

ACTUALIDAD JURISPRUDENCIA

ACTUALIDAD
JURISPRUDENCIA
Y OTRAS SENTENCIAS Y RESOLUCIONES DE INTERÉS

TRIBUNAL SUPREMO
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ACTUALIDAD JURISPRUDENCIA

DEDUCIBILIDAD DEL IRPF

La indemnización por despido de los altos directivos que 
desempeñan funciones de administración en la sociedad admite 
reducción en IRPF por rendimientos irregulares 
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 1092/2023, de 25 de julio

Queda anulada la sentencia de la AN que, con base en la teoría 
del vínculo, declaró la inaplicabilidad de la reducción prevista en el 
art. 18.2 LIRPF a la indemnización por despido del alto directivo que a 
su vez es administrador de la sociedad. La citada teoría implica que 
la relación laboral (alta dirección) quede absorbida por la relación 
mercantil (administración), entendiéndose que las labores del alto 
directivo no constituyen labores comunes u ordinarias.

Frente a esta interpretación, la recurrente en casación invocó la 
literalidad del art. 17.2.e), que considera rendimientos del trabajo «las 
retribuciones de los administradores y miembros de los consejos de 
administración». Este argumento es el acogido por el TS que consi-
dera que: «Fuera o no aplicable al caso la llamada teoría del vínculo 
(como si fuera un principio jurídico general y no una regla de atri-
bución de jurisdicción), el derecho de los administradores no queda 
excluido de la ventaja del art. 18.2 LIRPF, pues son rendimientos ínte-
gros del trabajo también».

PENAL
DELITO DE DAÑOS

El TS considera que pintar grafitis es constitutivo de delito 
de daños, al entender que la conducta típica abarca tanto el 
menoscabo físico de los objetos como su deslucimiento
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 628/2023, de 19 de julio

El Alto Tribunal interpreta que el acto de realizar grafitis con 
espray en los vagones del metro sí puede subsumirse en el tipo 
penal de delito de daños, pues el deslucimiento de los bienes cons-
tituye un deterioro o menoscabo que puede ser cuantificado econó-
micamente:

«(...) El deslucimiento de un bien que implique una pérdida 
de su valor o suponga una necesidad de reparación evaluable 
económicamente, ha de ser reconducido al delito de daños.

(...) el daño que se declara probado es el resultado de una 
acción dirigida a su producción. La necesidad de reparación, 
-todo en último término es susceptible de ser reparado-, 
comporta una lesión al patrimonio ajeno, consistente en una 
merma causada por el mal producido».

DELITO CONDUCCIÓN INFLUENCIA DROGAS 

Anulada la condena por delito de conducción bajo la influencia 
de drogas tóxicas al no considerar suficientemente probada la 
influencia del consumo en la conducción
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 610/2023, de 13 de julio

Se anula la condena impuesta en apelación por el delito de con-
ducción bajo la influencia de drogas tóxicas (art. 379.2 CP), aclarando 
lo siguiente:

«(...) es obvia la infracción de ley cometida por la Audiencia. 
El hecho probado fijado por el Juzgado de lo Penal, aun sec-
cionado por la muy cuestionable intervención correctora de la 
Audiencia sobre el hecho global, no permite la subsunción en 
el tipo del artículo 379.2 CP.

Y ello por una razón esencial: la sentencia de apelación no 
declara probada la influencia de las sustancias tóxicas detec-
tadas en el organismo del recurrente en la conducta viaria que 
provocó, finalmente, la colisión con el vehículo que transitaba 
correctamente por su carril, causando el fallecimiento de su 
conductora.

(...) El delito del artículo 379.2, inciso primero, CP no cons-
tituye una infracción meramente formal pues no basta con 
comprobar a través de la pertinente prueba que el conductor 
ha ingerido alcohol o alguna otra de las sustancias menciona-
das en el mismo, sino que es necesario que se acredite que 
dicha ingestión ha afectado a la capacidad psicofísica del 
conductor y, como consecuencia de ello, a la seguridad en el 
tráfico, que es el bien protegido por dicho delito».

DELITO CONTRA LA PROPIEDAD INTELECTUAL

El Tribunal Supremo no aprecia delito contra la propiedad 
intelectual en la retransmisión pública no autorizada de un 
evento deportivo, sino delito leve relativo al mercado y los 
consumidores
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 581/2023, de 11 de julio

Recurrida en casación la condena impuesta al titular de un esta-
blecimiento público por un delito leve contra el mercado y los consu-
midores (art. 286.4 CP) y por un delito contra la propiedad intelectual 
(art. 270.1 CP) como consecuencia de haber emitido en su local un 
partido de fútbol sin suscripción al servicio y por medio de un deco-
dificador no autorizado, la Sala ha estimado el recurso subsumiendo 
la conducta en el tipo del art. 286.4 CP y determinando que no se 
cumplieron las exigencias de tipicidad del delito contra la propiedad 
intelectual, toda vez que el contenido difundido no fue una obra o 
prestación literaria, artística o científica.

SUPLANTACIÓN DE IDENTIDAD EN EL PROCESO

Anulada en vía de revisión la sentencia que condenaba a una 
madre por un delito cometido por su hija
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 559/2023, de 6 de julio

Practicada pericial de cotejo de huellas en el DNI de la mujer, se 
probó que este había sido utilizado por su hija con el fin de suplan-
tarla, tanto en el momento de la perpetración de los hechos como a 
lo largo de las actuaciones judiciales.

Aclaradas tales circunstancias, la Sala anula la sentencia recu-
rrida e incoa «(...) un nuevo procedimiento que depure tanto los 
hechos imputados a la entonces detenida como la posible respon-
sabilidad de ésta al suplantar la personalidad de su madre».

ESTAFA AGRAVADA

El Tribunal Supremo confirma su interpretación del trabajo como 
bien de primera necesidad a los efectos de condenar por delito 
de estafa agravada del art. 250.1.1.º CP a un empresario que 
publicaba ofertas de trabajo falsas
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 543/2023, de 5 de julio

«(...) es acertada la calificación llevada a cabo por las acusaciones 
y aceptada por el tribunal de instancia de considerar el trabajo como 
“bien de primera necesidad” y su incardinación en el nº 1 del art. 250.1 
CP. Recordemos que esta Sala del Tribunal Supremo en Sentencia 
262/2019 de 24 May. 2019, Rec. 1924/2017 ya reflejó con detalle que: 
A la hora de destacar los supuestos en los que se ha tratado esta 
agravación del art. 250.1.1º CP por esta Sala del Tribunal Supremo, al 
objeto de destacar la casuística relevante, recordamos los siguien-
tes: 1.- El trabajo. La necesidad acuciante de un puesto de trabajo es 
una circunstancia que permite aplicar el art. 250.1.1º CP ».

CIVIL
ADJUDICACIÓN DE INMUEBLE HIPOTECADO

La adjudicación de una finca hipotecada a la entidad financiera 
por el valor de la deuda, aun habiéndose declarado nula la 
cláusula de vencimiento anticipado, no implica enriquecimiento 
injusto
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 1216/2023, de 7 de septiembre

Tras quedar desierta la subasta pública de una finca hipotecada, 
ésta se ha adjudicado a la entidad bancaria por el valor de la deuda 
pendiente (74.928,36€), estando tasado el inmueble en un valor muy 
superior (242.325€).

Sobre la base del art. 671 LEC, el Tribunal Supremo ha desesti-
mado la reclamación del deudor de la diferencia entre ambos con-
ceptos, no apreciando el Alto Tribunal la concurrencia de enriqueci-
miento injusto, toda vez que este «(...)sólo podría advertirse cuando, 
tras la adjudicación, y en un lapso de tiempo relativamente próximo, 
el acreedor hubiera obtenido una plusvalía muy relevante, pues este 
hecho mostraría que el crédito debía haberse tenido por satisfecho 
en una proporción mayor, y al no serlo, el acreedor obtiene un enri-
quecimiento injusto con la plusvalía, o por lo menos con una parte 
de la misma».
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Ni tan siquiera la declaración de nulidad de la cláusula de ven-
cimiento anticipado implica para el TS la producción del enrique-
cimiento injusto aducido por el recurrente, toda vez que «(...) se 
trata de una ejecución sin vencimiento o resolución anticipada del 
préstamo».

RESPONSABILIDAD DEFECTOS CONSTRUCTIVOS

Se mantiene el criterio de interpretación de los preceptos de la 
LOE reguladores de la responsabilidad por defectos constructivos, 
conforme al cual el plazo para reclamar es de dos años desde la 
producción del daño material
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 1211/2023, de 25 de julio

Haciéndose eco de la doctrina presente en anteriores sentencias, 
el Alto Tribunal ha relacionado los artículos 17.1.b) y 18.1 de la LOE:

 «(...) mientras los plazos del artículo 17 responden a un 
presupuesto y marco objetivable de responsabilidad (como 
trasunto de la responsabilidad del 1591 del Código Civil), los 
plazos del artículo 18 responden, con independencia, a un 
presupuesto de accionabilidad para exigir la responsabilidad 
anteriormente prevista; de forma que previamente observados 
los defectos o vicios constructivos, dentro del marco estable-
cido por los plazos de garantía y, por tanto, sin la necesidad 
de integrar la totalidad de dicho plazo, el plazo de dos años 
para exigir la responsabilidad por los daños materiales dima-
nantes de los vicios o defectos comenzará a contarse desde el 
momento en que se produzcan».

LABORAL

INCAPACIDAD TEMPORAL

La potestad del INSS para denegar una nueva prestación por IT 
ha de estar fundamentada en criterios objetivos
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 527/2023, de 19 de julio

El TS entiende que agotado el plazo máximo de IT sin una reso-
lución que declare la incapacidad permanente, cuando en el trans-
curso de los 180 días naturales siguientes se produzca una nueva IT 
por la misma patología, el INSS:

«(...) debe de pronunciarse fundadamente sobre las posibilidades 
de recuperar su capacidad laboral, atendidos los órganos competen-
tes para evaluar, calificar y revisar la situación de incapacidad perma-
nente del trabajador.

3. Ello conduce necesariamente a estimar el recurso porque la 
sentencia recurrida, al igual que la resolución administrativa impug-
nada, se fundaron, exclusivamente, en que la nueva baja, cursada 
antes de transcurrir seis meses del fin del proceso de incapacidad 
temporal anterior, traía causa de misma patología, sin basarse en 
otros datos objetivos, singularmente, en la consideración o no de 
que el trabajador podía recuperar su capacidad laboral».

TUTELA DE DERECHOS FUNDAMENTALES

El Tribunal Supremo circunscribe a la modalidad procesal 
de tutela de derechos fundamentales las reclamaciones de 
complemento de maternidad a favor del progenitor varón
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 540/2023, de 19 de julio

 «Cuando un beneficiario de prestaciones de Seguridad Social 
considera que la resolución de la Entidad Gestora lo discrimina 
puede canalizar su acción procesal a través de la modalidad de 
tutela de derechos fundamentales y libertades públicas. Así procede 
en el caso de varón jubilado bajo la vigencia del art. 60 LGSS antes 
de su modificación por RDL 3/2021 pero después de la STJUE 12 
diciembre 2019 a quien, pese a tener dos hijos, el INSS deniega el 
complemento de pensión».

PRUEBA DEL PAGO DE SALARIO

Unificada la doctrina del TS en cuanto a quién corresponde la 
carga de la prueba del abono de los salarios: recae sobre la 
empresa, aunque los pagos se hubieran realizado en dinero 
negro
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 474/2023, de 4 de julio

Si bien la sentencia recurrida atribuía la carga de la prueba de la 
deuda salarial al trabajador ex art. 217.2 LEC, para el TS el art. 217 LEC 
impone al trabajador el deber de probar la existencia de la relación 
laboral, pero no el impago de los salarios, determinando lo siguiente:

«(...) No se discute en el presente asunto que el trabajador 
ha prestado servicios laborales para la demandada durante el 
periodo reclamado, por lo que a la empresa le corresponde la 
carga de probar el pago de las cantidades reclamadas, o bien, 
de cualquier otro elemento extintivo o impeditivo que pudiere 
neutralizar, en todo o en parte, esa reclamación».

ACCIDENTE LABORAL

No se aprecia accidente laboral in itinere en el atropello de un 
empleado que regresaba del trabajo a su domicilio por mediar 
imprudencia temeraria del afectado
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 476/2023, de 4 de julio

Se estima el recurso de casación para la unificación de doctrina 
interpuesto por la Mutua a fin de aclarar si el accidente del trabajador 
puede o no ser calificado como imprudencia temeraria a los efec-
tos de excluir la existencia de accidente de trabajo in itinere, toda 
vez que el atropello se produjo cuando atravesaba una vía de varios 
carriles por lugar no habilitado para el cruce de peatones.

La Sala señala que de la simple infracción de las normas de trá-
fico no se desprende necesariamente una imprudencia de carácter 
temerario, debiendo analizarse en cada caso concreto las circuns-
tancias de hecho que rodearon a la conducta del trabajador.

PRUEBA ILÍCITA

El TS considera pruebas ilícitas las fotos realizadas por un 
detective privado a un trabajador de baja médica realizando 
labores en su propiedad privada
Sentencia del Tribunal Supremo, n.º 380/2023, de 25 de mayo

Se confirma la improcedencia del despido practicado al traba-
jador, que, bajo criterio del Alto Tribunal, no puede sustentarse en 
una prueba ilícita como el material fotográfico captado sin consen-
timiento del empleado, en el que se le ve realizar tareas de jardi-
nería dentro de su propiedad estando en situación de incapacidad 
temporal.

«Parece razonable deducir que también el jardín del domi-
cilio del trabajador es un lugar en el que solo puede entrarse 
con el consentimiento de este, titular del domicilio, o, salvo 
supuestos de flagrante delito, mediante resolución judicial ( 
artículo 18.2 CE).

(...) Es un espacio en el que este también tiene una expecta-
tiva legítima de privacidad, aunque pueda ser con alguna inten-
sidad menor que en el espacio edificado distinto del jardín. Y, 
de no considerase que el jardín sea, en sentido estricto, el 
domicilio del trabajador, dicho jardín entrará sin dificultad en 
el concepto de otros lugares reservados ( artículos 48.1 a) y 
48.3 de la Ley 5/2014), que lo son porque toda intromisión de 
terceros en ellos necesita del consentimiento de su titular».

ACTUALIDAD JURISPRUDENCIA
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TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

CIVIL
CLÁUSULAS ABUSIVAS

Estimado el recurso de amparo por el que se impugnaba la 
sentencia dictada en ejecución que condenaba en costas a 
una consumidora pese a haberse declarado la nulidad por 
abusividad de la cláusula de vencimiento anticipado del 
contrato hipotecario
Sentencia del Tribunal Constitucional, n.º 91/2023, de 11 de septiembre

La representación del banco invocó la regla general del venci-
miento por la existencia de serias dudas de hecho o de derecho 
(art. 394.1 LEC), este argumento no fue acogido por el TC, recordó 
que, si en virtud de esta regla el consumidor que ha ganado el litigio 
se ve obligado a pagar las costas, «(...) En suma, se produciría un 
efecto disuasorio inverso, pues no se disuadiría a los bancos de 
incluir las cláusulas abusivas en los préstamos hipotecarios, sino 
que se disuadiría a los consumidores de promover litigios por can-
tidades moderadas».

ADMINISTRATIVO

NULIDAD DE VOTOS

El TC supedita el ejercicio del derecho a la revisión de votos 
nulos a la existencia de indicios de irregularidad en el proceso 
electoral
Sentencia del Tribunal Constitucional, n.º 95/2023, de 12 de septiembre

El recurso de amparo electoral interpuesto contra la STS n.º 
1105/2023, de 25 de agosto, por la que se desestimó la solicitud de 
revisión de los votos CERA nulos escrutados en la circunscripción 
de Madrid en las elecciones generales de julio de 2023, se fundó 
en la vulneración del derecho de sufragio pasivo, al haberse con-
dicionado la solicitud de revisión de la totalidad del voto nulo a un 
requisito no contemplado expresamente en la LOREG: el de invocar 
las irregularidades en el procedimiento electoral.

Si bien el TC reconoce que, efectivamente, este requisito no se 
halla formalmente reconocido en la LOREG, señala que la doctrina 
constitucional ha configurado, a lo largo de reiterada jurispruden-
cia, los principios que deben regir los procesos electorales, a saber: 
la interpretación más favorable a la efectividad de los derechos fun-
damentales; la conservación de los actos válidamente celebrados; 
y la presunción de validez de los actos administrativos.

A la luz de los citados principios, el TC no aprecia vulneración 
del art. 23.2 CE, estando la recurrente de amparo obligada a fundar 
su solicitud en la denuncia de irregularidades durante el proceso 
electoral (y matiza que, no necesariamente aportando prueba 
plena, pero sí una mínima carga indiciaria) dado que la celeridad 
del escrutinio es un bien jurídico a proteger y deben evitarse recla-
maciones generalizadas que menoscaben el proceso electoral de 
forma injustificada.

PENAL
NON BIS IN IDEM

El TJUE determina como requisito para fundamentar la 
inejecución de una orden de detención europea (ODE) en el 
principio «non bis in idem» que la persona buscada haya sido 
juzgada definitivamente «por los mismos hechos» y no por 
hechos «similares»
Sentencia del TJUE, n.º C-164/22, de 21 de septiembre

El TJUE resuelve que, en aplicación el art. 3.2 de la Decisión 
Marco 2002/584, la denegación de la ejecución de la ODE se 
supedita a que la persona buscada haya sido juzgada definitiva-
mente «por los mismos hechos» y deja en manos de la justicia espa-
ñola la valoración de la identidad de los hechos. Sin perjuicio de lo 
anterior, señala que los delitos no parecen idénticos, toda vez que 
fueron cometidos a través de personas jurídicas diferentes y que los 
perjudicados han sido personas distintas, añadiendo «(…) que los 
delitos cometidos en España y los cometidos en Portugal deban cali-
ficarse de “delito continuado” con arreglo al Derecho español no 
desvirtúa esta conclusión».

FISCAL
MONEDAS VIRTUALES

La DGT se pronuncia sobre la obligación de informar sobre 
monedas virtuales
Consulta vinculante de la Dirección General de Tributos V2304-23

«Si los saldos en su conjunto a los que se refiere el apartado 
3.c) del artículo 42 quater del RGAT, esto es, los saldos de cada tipo 
de moneda virtual a 31 de diciembre expresados en unidades de 
moneda virtual y su valoración en euros conforme a los criterios de 
valoración expresados, no superan los 50.000 euros, en virtud del 
apartado.5.d) del referido artículo del Reglamento».

«WALKING TOURS»

La DGT analiza el IVA que debe aplicarse a las rutas turísticas 
por lugares emblemáticos realizadas por actores recreando las 
escenas de época o relacionadas con dichos lugares
Consulta vinculante de la Dirección General de Tributos V1886-23

La entrada a los denominados «walking tours» tributará al 10 %  
en la medida en que se trata de un espectáculo teatral en vivo. 
Además, los servicios prestados por actores y técnicos, cuando 
dichos servicios se realicen en el desarrollo de su actividad pro-
fesional, se entiendan referidos a una obra teatral y se presten 
al organizador de la misma, tributarán también al tipo impositivo 
reducido del 10 %.

OTRAS  
RESOLUCIONES  

DE INTERÉS
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SUBASTA PÚBLICA

La DGT expone cual será la base imponible del ITPyAJD en el 
caso de adjudicaciones de inmuebles en subasta pública
Consulta vinculante de la Dirección General de Tributos V1867-23

En las transmisiones de bienes inmuebles que tengan el valor 
de referencia previsto en la normativa reguladora del catastro 
inmobiliario realizadas mediante subasta pública, notarial, judi-
cial o administrativa, la base imponible se determinará conforme 
a lo dispuesto en el artículo 10.2 del TRLITPAJD, por lo que será el 
valor de referencia previsto en la normativa reguladora del catas-
tro inmobiliario, a la fecha de devengo del impuesto, salvo que el 
valor del bien inmueble declarado por los interesados, el precio o 
contraprestación pactada, o ambos sean superiores a su valor de 
referencia, en cuyo caso se tomará como base imponible la mayor 
de estas magnitudes.

BECAS E IRPF

Las becas para opositores a jueces, fiscales y LAJ no están 
exentas de IRPF
Consulta vinculante de la Dirección General de Tributos V1975-23

Las becas objeto de análisis no son becas para investigación, 
por lo que no podrían quedar exentas por esa vía. Y tampoco 
podrían quedar exentas conforme a la primera parte del precepto, 
puesto que no se conceden para cursar estudios reglados. En esa 
medida, la exención del artículo 7.j) de la LIRPF no resulta de apli-
cación a estas ayudas económicas, que deberán tributar en el IRPF 
como rendimientos del trabajo.

COMPLEMENTO MATERNIDAD

El complemento de maternidad reconocido en sentencia judicial 
tributará en el período impositivo en que la sentencia devenga 
firme
Consulta vinculante de la Dirección General de Tributos V1848-23

Las prestaciones correspondientes al complemento de mater-
nidad previsto en el artículo 60 de la LGSS, que se reconozcan por 
sentencia judicial, constituyen rendimientos de trabajo que tributa-
rán en el período impositivo en que la sentencia que los reconozca 
adquiera firmeza. De igual forma, señala la DGT, en la citada reso-
lución, que resultará aplicable la reducción del 30 % prevista en el 
artículo 18.2 de la LIRPF respecto de los atrasos del complemento 
de maternidad, si el retraso en el pago es superior a dos años y 
siempre que se cumplan además los restantes requisitos que para 
aplicar esta reducción.

DISOLUCIÓN CONDOMNIO

La Dirección General de Tributos de ha pronunciado sobre como 
tributa la disolución de una copropiedad de un inmueble gravado 
con una hipoteca
Consulta vinculante de la Dirección General de Tributos V0027-23

Señala la DGT que en nada afecta que el pago se realice al con-
tado o a plazos (como puede ser mediante el pago de las cuotas 
hipotecarias que corresponderían al otro copropietario), por lo que 
el exceso de adjudicación no tributará por la modalidad de transmi-
siones patrimoniales onerosas y la operación quedará sujeta a la 
modalidad de actos jurídicos documentados, cuyo base imponible 
se deberá determinar según lo establecido en el artículo 30 de la 
LITPyAJD por la parte que el consultante adquiere.

GANANCIAS PATRIMONIALES IRPF

Tributos analiza el concepto de mejora de cara a la cuantificación 
de las ganancias patrimoniales en IRPF
Consultas vinculantes de la Dirección General de Tributos V0229-23 
y V0349-23

«(...) debe entenderse que constituyen reparaciones y conser-
vaciones las destinadas a mantener la vida útil del inmueble y su 
capacidad productiva o de uso, mientras que cabe considerar como 
ampliaciones o mejoras las que redundan, bien en un aumento de 
la capacidad o habitabilidad del inmueble, bien en un alargamiento 
de su vida útil.

ACTUALIDAD JURISPRUDENCIA

En consecuencia, habiendo efectuado la consultante en el 
inmueble una serie de actuaciones, en función del carácter de las 
mismas, se podrán calificar de mejora o ampliación, en cuyo caso 
se deberán tener en cuenta al calcular el valor de adquisición del 
inmueble transmitido, o bien, de gastos de conservación o repara-
ción, los cuales no se deberán tener en cuenta en dicho cálculo».

VENTA CARTERA CLIENTES

En varias resoluciones recientes de 2023, la DGT se ha 
pronunciado acerca de la tributación en el IRPF de la venta 
de una cartera de clientes y de cómo se ha llevar a cabo su 
imputación temporal
Consultas vinculantes de la Dirección General de Tributos V1871-23 y 
V1674-23

En todas ellas, el Centro Directivo recuerda que la cartera de 
clientes vinculada a la actividad (por ejemplo, de corredor de segu-
ros o de abogado) constituye un elemento patrimonial afecto a 
dicha actividad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 29.1 de 
la LIRPF.

Al tratarse de un elemento patrimonial afecto, la operación de 
venta de cartera dará lugar a una ganancia o pérdida patrimonial.
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El caso examinado por la STJUE de 6 de julio de 2023 (DB 
contra Austrian Airlines), C‑510/21 (ECLI:EU:C:2023:550) versa 
sobre el concepto de «accidente» de un pasajero, «producido 
a bordo de una aeronave o durante cualquiera de las opera-
ciones de embarque o desembarque» (art. 17.1 del Convenio de 
Montreal)1:

El transportista es responsable del daño causado en 
caso de muerte o de lesión corporal de un pasajero por 
la sola razón de que el accidente que causó la muerte 
o lesión se haya producido a bordo de la aeronave o 
durante cualquiera de las operaciones de embarque o 
desembarque.

1. Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo inter-
nacional, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999, firmado por la Comuni-
dad Europea el 9 de diciembre de 1999 y aprobado, en nombre de esta, me-
diante la Decisión 2001/539/CE del Consejo, de 5 de abril de 2001 (DOCE de 
18/07/2001, L 194/38).

El TJUE examina si un accidente conexo, causalmente deri-
vado de otro ocasionado a bordo de la aeronave, puede consi-
derarse un mismo y único accidente o uno y otros son escindi-
bles. La importancia del caso radica en el plazo de prescripción 
pues, de tratase como un solo accidente, la acción se extingue 
«dentro del plazo de dos años, contados a partir de la fecha de 
llegada a destino o la del día en que la aeronave debería haber 
llegado o la de la detención del transporte» (art. 35.1 del Conve-
nio de Montreal). Sin embargo, si se tratan como dos accidentes 
distintos, al segundo (en este caso, a los desacertados primeros 
auxilios) le sería aplicable el plazo de prescripción del derecho 
interno, que podría ser mayor.

I. Antecedentes
1. Los hechos

1.1. El 18 de diciembre de 2016, DB viajó de Tel Aviv (Israel) a 
Viena (Austria) en un vuelo operado por Austrian Airlines. 
Durante el vuelo, una cafetera que contenía café caliente 
cayó del carrito utilizado para el servicio de restauración 
ofrecido a los pasajeros y causó quemaduras a DB. A bordo 
de la aeronave le fueron dispensados primeros auxilios.

1.2. El 31 de mayo de 2019, DB presentó ante el Handelsgeri-
cht Wien (Tribunal de lo Mercantil de Viena, Austria) una 
demanda contra Austrian Airlines que tenía por objeto, 
por una parte, que le fuera abonada la cuantía de 10 196 
euros en concepto de indemnización de daños y perjui-
cios; y, por otro lado, que se declarara la responsabilidad 
de esa compañía aérea por todos los daños futuros resul-
tantes del agravamiento de sus quemaduras como conse-
cuencia de que los primeros auxilios dispensados a bordo 
de la aeronave no habían sido adecuados.

DB alegó que Austrian Airlines era responsable no solo 
del descuido de su personal que, en su opinión, provocó 
la caída de la cafetera, sino también de que los primeros 
auxilios dispensados a bordo de la aeronave para el tra-
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tamiento de las quemaduras sufridas fueran inadecua-
dos. Sostiene que, dado que esos primeros auxilios no 
pueden calificarse de «accidente», en el sentido del artí-
culo 17, apartado 1, del Convenio de Montreal, se rigen por 
el derecho nacional. Por consiguiente, concluye que no 
ha expirado el plazo de tres años para ejercitar la acción 
de indemnización de daños y perjuicios que persigue la 
indemnización de los daños causados por los primeros 
auxilios citados, previsto en el artículo 1489 del Allgemei-
nes bürgerliches Gesetzbuch (Código Civil general), en 
adelante ABGB.

1.3. Austrian Airlines alegó que las lesiones sufridas por DB 
fueron correctamente tratadas y que, al resultar aplica-
ble en el caso de autos el Convenio de Montreal, había 
expirado el plazo de dos años para ejercitar la acción de 
indemnización de daños y perjuicios, previsto en su artí-
culo 35, apartado 1.

2. La cuestión prejudicial

2.1. Llegado el pleito en casación ante el Oberster Gerichtshof 
(Tribunal Supremo de lo Civil y Penal, Austria), este órgano 
diferencia dos hechos:
a) Considera que la caída de una cafetera del carrito uti-

lizado para el servicio de restauración ofrecido a los 
pasajeros, acaecida a bordo de una aeronave y que 
causó quemaduras a un pasajero, constituye un «acci-
dente» en el sentido del artículo 17, apartado 1, del Con-
venio de Montreal, en los términos interpretados por 
la sentencia de 19 de diciembre de 2019, Niki Luftfahrt 
(C-532/18, EU:C:2019:1127).

b) En cambio, se pregunta si los primeros auxilios dispen-
sados a bordo de la aeronave, como consecuencia de 
tal accidente, constituyen un hecho dañoso distinto del 
accidente, o si ambos acontecimientos constituyen un 
único «accidente», en el sentido de la citada disposi-
ción del Convenio de Montreal.
La importancia radica en el plazo de prescripción de la 

acción de indemnización de daños y perjuicios: dos años 
si es un único un «accidente» (art. 35.1 del Convenio de 
Montreal); o tres años, respecto de los primeros auxilios, si 
son dos hechos escindibles (art. 1489 del ABGB).

2.2. La petición de decisión prejudicial tenía por objeto la inter-
pretación del artículo 17, apartado 1, del Convenio de Mon-

treal, por el que se establece la responsabilidad del trans-
portista de los daños causados a un pasajero «por la sola 
razón de que el accidente que causó la muerte o lesión 
se haya producido a bordo de la aeronave o durante cual-
quiera de las operaciones de embarque o desembarque». 
Concretamente, el tribunal austríaco preguntó:

¿Los primeros auxilios a bordo de la aeronave, 
posteriores a un accidente en el sentido del artículo 17, 
apartado 1, del [Convenio de Montreal], que conducen 
a una lesión añadida del pasajero, delimitable frente 
a las secuelas propias del accidente como tal, deben 
considerarse un único accidente junto con el suceso 
desencadenante?

II. Concepto de accidente en el 
sentido del Convenio de Montreal

Mediante su cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional 
remitente pregunta, en esencia, si el artículo 17, apartado 1, 
del Convenio de Montreal, debe interpretarse en el sentido de 
que la administración, a bordo de una aeronave, de primeros 
auxilios inadecuados a un pasajero, que conllevaron un agra-
vamiento de las lesiones corporales ocasionadas por un «acci-
dente», en el sentido de dicha disposición, está comprendida en 
ese mismo accidente.

1. La aplicación del Convenio de Montreal

Como punto de partida, el TJUE recuerda la aplicabilidad del 
Convenio de Montreal en materia de responsabilidad a las com-
pañías aéreas de la Unión.
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20. De entrada, procede recordar que, en virtud del 
artículo 3, apartado 1, del Reglamento n.º 2027/97, en su 
versión modificada por el Reglamento n.º 889/2002, la 
responsabilidad de una compañía aérea de la Unión en 
relación con el transporte de pasajeros se regirá por todas 
las disposiciones del Convenio de Montreal relativas a 
dicha responsabilidad

21. A tenor del artículo 17, apartado 1, de este Convenio, 
la compañía aérea es responsable del daño causado en 
caso de muerte o de lesión corporal de un pasajero por la 
sola razón de que el accidente que causó la muerte o lesión 
se haya producido a bordo de la aeronave o durante cual-
quiera de las operaciones de embarque o desembarque.

2. Concepto de «accidente» 

Seguidamente define el concepto de «accidente» conforme 
al Convenio de Montreal y lo desvincula de los riesgos «típicos» 
de la aviación, sin que sea siquiera exigible una relación entre 
el accidente y la explotación o el movimiento de la aeronave. 
Así, si el daño no es atribuible a un acontecimiento aislado, sino 
consecuencia de una serie de acontecimiento interdependien-
tes que se suceden sin interrupción, deben considerarse un 
«único y mismo accidente».

22. El concepto de «accidente» debe entenderse como 
un acontecimiento involuntario, perjudicial e imprevisto, 
que no exige que el daño derive de la materialización de 
un riesgo típico de la aviación o que exista una relación 
entre el accidente y la explotación o el movimiento de la 
aeronave [véanse, en este sentido, las sentencias de 19 de 
diciembre de 2019, Niki Luftfahrt, C-532/18, EU:C:2019:1127, 
apartados 35 y 41, y de 2 de junio de 2022, Austrian Air-
lines (exoneración de responsabilidad de la compañía 
aérea), C-589/20, EU:C:2022:424, apartado 20].

23. A este respecto, es preciso señalar que no siempre 
es posible atribuir el acaecimiento de un daño a un acon-
tecimiento aislado cuando dicho daño es consecuencia 
de una serie de acontecimientos interdependientes. En 
el supuesto de un conjunto de acontecimientos intrínse-
camente relacionados que se suceden, sin interrupción, 
en el espacio y en el tiempo, debe considerarse que tal 
conjunto constituye un único y mismo «accidente», en 
el sentido del artículo 17, apartado 1, del Convenio de 
Montreal.

3. El caso: quemaduras por derramamiento del café 
sobre un pasajero y primeros auxilios inadecuados

En el caso tratado por el TJUE las lesiones del pasajero se 
produjeron por la concatenación de dos hechos correlativos en 
el espacio y tiempo. Primero, fueron las quemaduras causadas 
por la caída de café caliente y, seguidamente, se prestaron al 
pasajero unos primeros auxilios inadecuados que agravaron 
aquellas quemaduras. Por consiguiente, estos primeros auxilios 
han de comprenderse integrados en el único y mismo accidente 
que el derramamiento del café caliente.

24. Así sucede cuando, como en el caso de autos, la 
caída de una cafetera que contenía café caliente ha cau-
sado quemaduras a un pasajero y hecho necesaria la 
administración inmediata de primeros auxilios por parte 
del personal de a bordo. En efecto, habida cuenta de la 
continuidad espacial y temporal que une la caída de esa 
cafetera y los primeros auxilios dispensados al pasajero 
lesionado, no puede negarse la existencia de una relación 

de causalidad entre dicha caída y el agravamiento de las 
lesiones corporales ocasionadas por dicha caída como 
consecuencia de la administración de primeros auxilios 
inadecuados.

25. Esta interpretación es conforme con los objeti-
vos perseguidos por el Convenio de Montreal. En efecto, 
a tenor del tercer considerando de este Convenio, los 
Estados parte en este, conscientes de «la importancia 
de asegurar la protección de los intereses de los usua-
rios del transporte aéreo internacional y [de] la necesidad 
de una indemnización equitativa fundada en el principio 
de restitución», han decidido establecer un régimen de 
responsabilidad objetiva de las compañías aéreas. Este 
régimen de responsabilidad implica, no obstante, como 
resulta del quinto considerando de dicho Convenio, que 
se preserve un «equilibrio […] equitativo» entre los intere-
ses de las compañías aéreas y de los pasajeros (senten-
cia de 12 de mayo de 2021, Altenrhein Luftfahrt, C-70/20, 
EU:C:2021:379, apartado 36).

26. Pues bien, al circunscribir el concepto de «acci-
dente», en el sentido del artículo 17, apartado 1, del Conve-
nio de Montreal, a un conjunto de acontecimientos intrín-
secamente relacionados que se suceden, sin interrupción, 
en el espacio y en el tiempo, esta disposición permite que 
los pasajeros sean indemnizados fácil y rápidamente, sin 
que, no obstante, se imponga a las compañías aéreas una 
carga de reparación muy gravosa, difícilmente identifica-
ble y cuantificable, que podría dificultar, o incluso paralizar, 
su actividad económica (véase, en este sentido, la senten-
cia de 19 de diciembre de 2019, Niki Luftfahrt, C-532/18, 
EU:C:2019:1127, apartado 40).

27. La circunstancia de que la compañía aérea de que 
se trate haya incumplido sus obligaciones de actuar con 
la debida atención y de diligencia, de suponerla acredi-
tada, no puede desvirtuar estas apreciaciones [véase, en 
este sentido, la sentencia de 2 de junio de 2022, Austrian 
Airlines (exoneración de responsabilidad de la compañía 
aérea), C-589/20, EU:C:2022:424, apartado 22]. Efecti-
vamente, a efectos de la calificación como «accidente», 
en el sentido del artículo 17, apartado 1, del Convenio de 
Montreal, basta con que el acontecimiento que causó la 
muerte o la lesión corporal de un pasajero se haya produ-
cido a bordo de la aeronave o durante cualquiera de las 
operaciones de embarque o desembarque.

III. Conclusión
Habida cuenta de las consideraciones anteriores, el TJUE 

respondió a la cuestión prejudicial del siguiente tenor:

El artículo 17, apartado 1, del Convenio para la unifica-
ción de ciertas reglas para el transporte aéreo internacio-
nal, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999, […] debe 
interpretarse en el sentido de que la administración, a 
bordo de una aeronave, de primeros auxilios inadecua-
dos a un pasajero, que conllevaron un agravamiento de 
las lesiones corporales ocasionadas por un «accidente», 
en el sentido de dicha disposición, está comprendida en 
ese accidente.
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El saber no debe tener barreras

Acceso en abierto a obras de investigación: 
www.colexopenaccess.com 

Un servicio de Colex
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LLÉVATE  
TUS LIBROS  

CONTIGO

APP compatible 
 con iOS y Android

La App tiene un diseño funcional que facilita la navegación y permite localizar de forma rápida cualquier parte de la obra que necesite 
mediante el índice interactivo. Además podrá personalizar ciertos ajustes, como el tamaño de letra o el color de fondo, para facilitar la 
lectura en cualquier ambiente.

Acceso desde 
cualquier dispositivo

Idéntica visualización 
a la edición de papel

Navegación intuitiva Tamaño del texto 
adaptable

Con la nueva app “Colex Reader”, compatible con navegador web, iOS y Android, podrá estar al día de las últimas publicaciones de 
la editorial, activar los ebooks adquiridos, contactar con el departamento de atención al cliente mediante chat en tiempo real así como 
acceder a toda su biblioteca de libros COLEX en cualquier lugar y conseguir sacarle el máximo partido a las obras con las siguientes 
funcionalidades: 

COLEX
READER

BIBLIOTECA JURÍDICA



MÁS 
INFORMACIÓN  
EN NUESTRA 

WEB:
www.colex.es

**

 – Constitución Española
 – Estatuto de los Trabajadores
 – Ley General Tributaria
 – Código civil

PRECIO: DESDE 49,95 €

 – El nuevo orden regional en Oriente Medio
 – China, Estados Unidos y la puja por la 

hegemonía
 – El proceso judicial en un marco cultural y 

digital
 – La desigualdad por razón de sexo y 

género en el deporte profesional:  
una perspectiva jurídico-laboral

PRECIO: DESDE 20,00 €

 – Subastas judiciales. Paso a paso
 – Fiscalidad de los divorcios y separaciones. 

Paso a paso
 – Sociedad de gananciales: disolución y 

liquidación. Paso a paso
 – Legítima y desheredación. Paso a paso

PRECIO: DESDE 16,00 €

 – Debates en torno a la contractualización 
del Derecho de familia y la persona

 – The Spanish procedural system: general 
notions

 – Régimen jurídico de la morosidad en la 
propiedad horizontal

 – El principio de la buena Administración del 
Estado

PRECIO: DESDE 17,00 €

 – El diario del emprendedor
 – Habemus marketing

PRECIO: DESDE 16,00 €

 – Acceso a la abogacía:
 – Volumen I: parte general
 – Volumen II: civil y mercantil
 – Volumen III: penal
 – Volumen IV: administrativo y 

contencioso-administrativo
 – Volumen V: laboral

PRECIO: DESDE 22,00 €

COLECCIÓN CÓDIGOS COMENTADOS

COLECCIONES CIENTÍFICAS

COLECCIÓN PASO A PASO

MONOGRAFÍAS

COLECCIÓN EMPRENDEMIA

VADEMECUM

Los querrás en tu biblioteca...

ÚLTIMOS LANZAMIENTOS DE COLEX
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LIBRERÍA COLEX
ENRIQUE DEQUIDT, 12 BAJO, 15004 A CORUÑA

Puesta en marcha de las actuaciones 
notariales «online»

La Ley 11/2023, de 8 de mayo, modificó la Ley 
del Notariado con el objetivo de facilitar 
la prestación de los servicios notariales 
y registrales sin necesidad de presencia 
física, lo que permitirá realizar y agilizar a 
partir del 9 de noviembre de 2023 múltiples 
trámites notariales.

Desde el 1 de octubre cada día de trabajo 

a tiempo parcial cuenta como un día 

completo cotizado

Entra en vigor el cambio que beneficiará 

a los empleados a tiempo parcial: los 

periodos cotizados por los trabajadores a 

tiempo parcial se tendrán en cuenta como 

días completos a efectos de prestaciones.

Aumento de los concursos presentados en el segundo trimestre 
de 2023
El Poder Judicial informa del aumento de concursos presentados 
en el segundo trimestre de este año 2023, un aumento que citan 
como un «importantísimo incremento interanual»:

 – Respecto a los concursos de personas jurídicasconcursos de personas jurídicas, se 
presentaron 1.528, un 1,2 por ciento más que en el mismo 
trimestre de 2022. 

 – Los concursos presentados por personas naturales concursos presentados por personas naturales 
empresariosempresarios, 1.199, fueron los únicos que mostraron una 
tendencia a la baja al descender en un 11,9 % respecto a igual 
trimestre de 2022. 

 – Los concursos presentados por personas naturales no concursos presentados por personas naturales no 
empresariosempresarios ascendieron hasta 9.279, lo que supuso un 
incremento del 217 % respecto al ejercicio anterior.
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Accede fácilmente a la información gracias a 
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Materia: Laboral
Publicación: 15/03/2023
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Datos
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www.sudespacho.net/kit-digital
Llámanos al 981160120

Hasta 4.000€ de ayuda.
Software para gestión de clientes

Kit para digitalizar y optimizar la Kit para digitalizar y optimizar la 
gestión de las relaciones comerciales 
con los clientes. Disponible para todo 
tipo de profesionales y empresas. 
Hasta 4.000€ de ayuda.

Hasta 2.000€ de ayuda.
Sitio web y presencia en internet

Kit para la explotación de datos de la Kit para la explotación de datos de la 
empresa para la mejora del proceso 
de toma de decisiones. Disponible 
para todo tipo de profesionales y 
empresas.

1. 
¿Qué subvención 

corresponde a 
mi despacho?

2. 
¿Qué productos 
digitales puede 

adquirir?

3. 
¿Cómo lo 

gestionamos?

Te asesoramos en los pasos que debes seguir:

El kit digital está subvencionado a 
fondo perdido por los fondos 
europeos Next Generation.

Benefíciate de 
hasta 12.000€ en 
subvenciones para
digitalizar tu negocio

GESTIONAMOS TU KIT DIGITAL


